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1. Descripción general del componente 

 

IV Una Administración para el Siglo XXI 

11 Modernización de las Administraciones Públicas  

Objetivos 

 

Las Administraciones Públicas tienen un papel fundamental en el buen funcionamiento 
de la economía: la prestación eficiente de los servicios públicos y su potencial tractor sobre 
la transformación del tejido productivo supone un factor fundamental de productividad, de 
crecimiento y bienestar, impulsando la innovación y contribuyendo de forma decisiva a la 
transformación del conjunto de sectores. Por ello, la modernización del conjunto de agentes 
del sector público, mediante su digitalización, la renovación de su equipamiento con 
principios de eficiencia energética, y la modernización de procesos, además de la 
capacitación del conjunto de empleados públicos, son objetivos importantes del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia, recogidos de forma transversal en el mismo y 
de forma específica en el presente componente. 

Junto con los objetivos estratégicos de aplicación transversal para toda la Administración 
General del Estado, el presente componente prevé objetivos específicos ligados a 
importantes políticas públicas, a la ágil ejecución del Plan de Recuperación, así como 
medidas relativas a la digitalización de las Administraciones Públicas de ámbito autonómico 
y local. 

Los objetivos estratégicos son: 

1. Digitalización de la Administración y procesos, tanto a nivel transversal como con 
cinco proyectos prioritarios en ámbitos estratégicos: justicia, servicios públicos de 
empleo, datos de salud pública, gestión de consulados y Administración territorial 
del Estado. 

2. Plan de transición energética en la Administración General del Estado, incluyendo 
medidas dirigidas hacia el ahorro y eficiencia energética y el compromiso con las 
energías renovables y movilidad sostenible. 

3. Modernización de las Administraciones Públicas, incluyendo medidas dirigidas 
hacia la mejora en la gestión administrativa y financiera, reformas normativas en el 
ámbito del empleo público, un nuevo marco transversal de relaciones 
interadministrativas, un refuerzo del marco de contratación pública, una reforma 
de la gobernanza económica y las reformas necesarias para la mejor ejecución y 
gobernanza del Plan. 

4. Refuerzo de las capacidades administrativas, incluyendo medidas dirigidas a 
reformar las capacidades de las Administraciones Públicas para asegurar la 
adecuada implementación del Plan, la creación de un sistema de información y 
gestión integrado del mismo, el desarrollo de actividades formativas destinadas a 
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las personas involucradas en el desarrollo del Plan y de actividades 
comunicacionales del mismo para su conocimiento por los distintos posibles 
partícipes del Plan y de la sociedad en general. 

Contribución Transición ecológica Transición digital 

25% 75% 

Inversión 

Inversión estimada TOTAL (millones €), incluyendo otras 
fuentes de financiación distintas al Mecanismo de 
Recuperación y Resiliencia 

4.315 M€ 

Inversión del componente (millones €) BAJO EL MECANISMO 
DE RECUPERACIÓN Y RESILIENCIA 

4.315 M€ 

% sobre el total del Plan  6% 

Periodifica-
ción (M€) 

2020 2021 2022 2023 2024 2025 2026 

Financiación 
Plan 

0  1908,86  1314,46 1052,47 13,3 
13,2 13,2  

Otra 
financiación 

0 0 0 0 0 0 0 

Total 0 1908,86 1314,46 1052,47 13,3 13,2 13,2  

Respuesta a las recomendaciones específicas por país (CSR) 

Código Recomendación 

2020.1.3 
Mejorar la coordinación entre los distintos niveles de gobierno y reforzar el 
marco de contratación pública para respaldar la recuperación de forma 
eficiente. 

2020.3.2 
Anticipar los proyectos de inversión pública que se encuentran en una fase 
avanzada de desarrollo y promover la inversión privada para impulsar la 
recuperación económica. 

2020.3.3 

Centrar la inversión en la transición ecológica y digital, y particularmente en 
el fomento de la investigación e innovación, en la producción y utilización 
de fuentes de energía limpias y eficientes, la infraestructura energética, la 
gestión de los recursos hídricos y de los residuos y el transporte sostenible. 
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Enumeración de las reformas e inversiones Financiación 
% sobre 

total 
COFOG 

Código Reformas 

C11.R1 

Reforma para la modernización y 
digitalización de la Administración 

 

0 € - 

 

- 

C11.R2 
Reforma para el impulso del 
Estado de Derecho y la eficiencia 
del servicio público de justicia 

0 € - 
- 

C11.R3 
Reforma para la modernización de 
la arquitectura institucional de 
gobernanza económica 

0 € - 
- 

C11.R4 
Estrategia Nacional de 
Contratación Pública 

0 € - 
- 

C11.R5 
Refuerzo de las capacidades 
administrativas 

0 € - 
- 

2020.4.1 
Reforzar la capacidad y resiliencia del sistema sanitario, en lo relativo a los 
trabajadores sanitarios y a los productos médicos y las infraestructuras 
esenciales. 

2019.2.2. Favorecer la transición hacia los contratos indefinidos. 

2019.3.2 Mejorar la eficiencia energética y en el uso de los recursos 

2019.3.5 
Mejorar la eficacia de las políticas de apoyo a la investigación y la 
innovación. 

2020.2.1. 
Respaldar el empleo mediante medidas encaminadas a preservar los 
puestos de trabajo, incentivos eficaces a la contratación y el desarrollo de 
las capacidades. 

2019.3.2. 
(Centrar la política económica de inversión) en la eficiencia energética y en 
el uso de los recursos. 

2020.3.3. 

Centrar la inversión en la transición ecológica y digital, y particularmente en 
el fomento de la investigación e innovación, en la producción y utilización 
de fuentes de energía limpias y eficientes, la infraestructura energética, la 
gestión de los recursos hídricos y de los residuos y el transporte sostenible. 
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Código Inversiones 

C11.I1 
Modernización de la 

Administración General del 
Estado 

960.000.000 € 22,25% 01.06 

C11.I2 
Proyectos tractores de 

digitalización de la Administración 
General del Estado 

1.205.000.000 € 27,92% 01.06 

C11.I3 

Transformación Digital y 
Modernización del Ministerio de 

Política Territorial y Función 
Pública y de las Administraciones 

de las CCAA y las EELL 

1.000.000.000 € 23,17% 01.06 

C11.I4 
Plan de Transición Energética en 

la Administración General del 
Estado 

1.070.700.000 € 24,81% 01.06 

C11.I5 
Transformación de la 

Administración para la Ejecución 
del PRR 

79.785.000 € 1,85% 01.06 

Total componente 4.315.485.000 € 100%  

 

2. Principales retos y objetivos 

a) Principales retos abordados por el componente 

 
España cuenta con un punto de partida positivo para abordar la modernización de la 
Administración Pública, al situarse entre los países más avanzados en términos de 
administración digital, con procesos importantes de relación con los ciudadanos (como las 
declaraciones tributarias, destacando el IRPF o el IVA, o la gestión de las cotizaciones a la 
Seguridad Social para empresas y autónomos) totalmente digitalizados. El importante 
aumento de la carga administrativa en algunos ámbitos (laboral, seguridad social, justicia, 
sanidad, etc.) supone, asimismo, un incentivo para abordar un proceso de modernización 
que permita automatizar procesos, mejorar la relación con las empresas y los ciudadanos, 
reforzar la eficiencia y ampliar el campo de servicios públicos en todo el territorio nacional. 
 
Además, las Administraciones Públicas disponen de un amplio parque inmobiliario y de 
una capacidad de movilización importante en el ámbito de la movilidad. Su modernización 
y la renovación con criterios de eficiencia energética supone un motor clave para la 
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transformación de sectores clave como los de la construcción, los servicios de renovación, 
y la cadena de valor de la industria automovilística. 
 
Finalmente, es preciso adaptar el marco de funcionamiento de las Administraciones 
Públicas a las nuevas circunstancias y necesidades actuales. La modernización del 
funcionamiento del conjunto de instituciones y organismos de los diferentes niveles de 
Administración supone que actúen de palanca fundamental de las grandes 
transformaciones que requiere nuestro país.  
 
Con este objetivo, el presente Plan recoge reformas estructurales de calado para adaptar 
y hacer más eficiente la gobernanza del proceso de digitalización, eliminar los cuellos de 
botella y agilizar los procesos para la realización de inversiones públicas –en particular las 
relativas a la ejecución del Plan de Recuperación–, modernizar el sistema de selección y 
gestión de los empleados públicos así como el ordenamiento que rige el marco de relaciones 
entre los diferentes niveles de Administración y reforzar la arquitectura institucional de la 
gobernanza económica.   

 
Cabe señalar que en la definición de las inversiones del 1 al 3 previstas en este componente 
se ha trabajado conjuntamente con la Comisión Europea, a través del apoyo ofrecido por el 
Programa de Apoyo a las Reformas Estructurales (Structural Reform Support Service) de la 
Dirección General de Apoyo a las Reformas Estructurales de la Comisión Europea. Dicha 
asistencia técnica ha identificado un conjunto de propuestas tras analizar las iniciativas 
desarrolladas por otros países y llevar a cabo una revisión (Peer Review, en inglés) por parte 
de expertos de diferentes países miembros. 
 
Finalmente, además de las reformas e inversiones recogidas en el presente componente, 
la modernización de las Administraciones Públicas pasa por las iniciativas recogidas de 
manera transversal en otros componentes relevantes del Plan de Recuperación. En 
particular, cabe señalar los siguientes: educación y formación profesional (componentes 20 
y 21), la salud (componente 18), la ciencia (componente 17), las capacidades digitales 
(componente 19), la modernización del marco laboral (componente 23), la nueva economía 
de los cuidados (componente 22), la industria cultural (componente 24), y las de 
modernización del sistema fiscal (en particular, el componente 29, de mejora de la eficacia 
del gasto público).  
 
Los retos que persigue este componente 11 son los siguientes: 

 
1. Digitalización de la Administración y procesos 

 
A lo largo de los últimos años se ha avanzado en la construcción de una Administración 
Pública más eficaz y eficiente a través del uso de las nuevas tecnologías; y se ha avanzado 
en la digitalización de la gestión de los servicios públicos, reduciendo los costes unitarios y 
los plazos de tramitación. Este componente debe permitir dar un paso más allá en la mejora, 
maximizando la automatización de la gestión e impulsando la cooperación entre los 
distintos niveles administrativos mediante la digitalización, liberando con ello a los 
empleados públicos de tareas de bajo valor añadido, para poder dedicar ese tiempo a 



Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia  

 8 

actividades de mayor valor añadido, desarrollar mejores políticas y prestar un mejor servicio 
a la ciudadanía.  
 
Así, el objetivo de estas reformas es mejorar la accesibilidad de los servicios públicos 
digitales y favorecer la eficiencia y eficacia de los empleados públicos, reforzar el logro de 
los objetivos del cambio climático, medioambiente, transición digital, salud pública, 
cohesión, etc., perseguidos por el Plan Nacional de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia. 
 

2. Plan de transición energética en la AGE 
 

La Directiva 2012/27/UE, de 25 de octubre de 2012, relativa a la eficiencia energética 
establece en su artículo 5 (función ejemplarizante de los edificios de los organismos 
públicos) que los Estados miembros deben renovar anualmente el 3% de la superficie de los 
edificios de la Administración General del Estado, con el fin de que cumplan, al menos, con 
unos requisitos de rendimiento energético mínimos. 
 
Por otra parte, la disposición adicional segunda del Real Decreto 235/2013, de 5 de abril, 
por el que se aprueba el procedimiento básico para la certificación de la eficiencia 
energética de los edificios establece que los edificios nuevos que vayan a estar ocupados, y 
sean de titularidad pública, serán edificios de consumo de energía casi nulo después del 31 
de diciembre de 2018. 
 
En mayo de 2018, la Directiva 2018/844/UE ha modificado sustancialmente las Directivas 
de Eficiencia Energética, introduciendo un nuevo artículo 2.bis en la Directiva 2010/31/UE 
relativo a la estrategia a largo plazo para apoyar la renovación de los parques nacionales de 
edificios residenciales y no residenciales, tanto públicos como privados, donde se estableció 
el objetivo de transformarlos en parques inmobiliarios con alta eficiencia energética y 
descarbonizados antes de 2050, facilitando la transformación económicamente rentable de 
los edificios existentes en edificios de consumo de energía casi nulo. 
 
En el ámbito de las energías renovables, el 5 de abril de 2019 se aprueba el Real Decreto 
244/2019, por el que se regulan las condiciones administrativas, técnicas y económicas del 
autoconsumo de energía eléctrica, que introduce un mecanismo de compensación 
simplificada que permite a los consumidores reducir su factura eléctrica, compensando sus 
excedentes de energía producida y no autoconsumida. 
 
La consecución de los objetivos de mejora de la eficiencia energética y la utilización de las 
energías renovables establecidos en las disposiciones normativas nacionales y europeas 
anteriores, así como los objetivos previstos en el Plan Nacional Integrado de Energía y Clima 
2021-2030 propuesto a la Comisión Europea, requieren que la Administración Pública 
aborde un proceso de transición energética, con el fin de reducir paulatinamente la 
demanda energética de los edificios e infraestructuras públicas, reducir la dependencia de 
combustibles fósiles, introducir tecnologías de alta eficiencia energética, fomentar las 
energías de origen renovable, el autoconsumo y la generación distribuida.  
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Por otra parte, se debe actuar también sobre la movilidad de los trabajadores del sector 
público de forma que adopten los modos de transporte menos consumidores de energía y 
que su flota de vehículos sea de alta eficiencia energética, de manera que este sector avance 
también hacia su descarbonización.  
 
Las Administraciones Públicas, y de forma especial la Administración General del Estado, 
deben promover la transición energética del Sector Público hacia una economía 
climáticamente neutra, liderando el cambio de modelo energético y económico, lo que 
repercutirá en un mayor ahorro económico y, por ende, en el uso más racional de los 
recursos públicos. 
 
Hasta el momento, se han venido cumpliendo las exigencias del marco normativo europeo, 
si bien se ha detectado la necesidad de una gobernanza más integral de la gestión y mejora 
energética de la Administración, que permita que esta mejora continúe llevándose a cabo 
en los próximos años y décadas.  
Por ello, este Plan busca no solo acometer inversiones concretas, sino generar un marco de 
gobernanza en la Administración General del Estado que permita abordar las actuaciones 
necesarias, a corto plazo mediante los recursos asignados al Fondo de Recuperación y 
Resiliencia, pero generando una continuidad en las dinámicas de análisis, inversión y 
ejecución a medio y largo plazo gracias a los criterios y mecanismos desarrollados. 

 
3. Reforma de las Administraciones Públicas 

 
Para modernizar la Administración Pública no basta con dotarla tecnológicamente, sino que 
es preciso reconvertir y redefinir los procesos y procedimientos internos para lograr una 
mejor gestión que suponga la liberación de recursos de acuerdo a un modelo de mejora 
continua de la Administración Pública. También reformar el marco normativo para reducir 
la temporalidad y reforzar el capital humano que trabaja en el sector público, así como 
mejorar los instrumentos de cooperación interterritorial. Adicionalmente, es preciso 
reforzar el marco de evaluación de las políticas públicas, con el fin de disponer de 
instrumentos adecuados para mejorar el proceso de evaluación ex ante, complementando 
el refuerzo de la evaluación ex post previsto en las spending reviews del componente 29. 
Asimismo, resulta necesario seguir avanzando en la implementación de los principios del 
gobierno abierto y la transparencia en la gestión pública. 
 
Con este fin, se abordarán un conjunto de inversiones y reformas en los diferentes ámbitos 
de: 

 Gestión administrativa y financiera. 

 Marco de contratación pública. 

 Empleo público. 

 Marco de relaciones interadministrativas. 

 Evaluación de políticas públicas. 

 Gobernanza económica. 
Igualmente, se ha diseñado una reforma que específicamente va destinada a facilitar la 
mejora de las capacidades administrativas para la ejecución del Plan de Recuperación y su 
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gobernanza y que redundará en una transformación estructural de las Administraciones 
Públicas, con el consecuente efecto positivo a largo plazo. 
 

b) Objetivos 

 
Los objetivos estratégicos desarrollan una serie de objetivos operativos, estructurados en 
los siguientes:  
 

1. Digitalización de la Administración y procesos: 
 

 Servicios digitales eficientes, seguros y fiables: desarrollar servicios públicos digitales 
más inclusivos, eficientes, personalizados, proactivos y de calidad para ciudadanos, 
empresas y empleados públicos.  

 Administración guiada por datos: este componente debe permitir transformar a la 
Administración Pública española en una Administración “guiada por los datos”, en 
la cual la información de los ciudadanos y personas jurídicas se utiliza para diseñar 
políticas públicas alineadas con la realidad social, económica y territorial de España, 
así como para la construcción de una experiencia ciudadana disruptiva de los 
servicios públicos.  

 Democratización y universalización del acceso a las tecnologías emergentes: este 
componente tiene que permitir desarrollar servicios activos e infraestructuras 
comunes que permitan a todas las Administraciones sumarse a la revolución 
tecnológica que está suponiendo la irrupción de la inteligencia artificial, analítica de 
datos o blockchain.  

 Modernización integrada del funcionamiento de las Administraciones Públicas: este 
componente debe permitir mejorar la atención a la ciudadanía y contribuir 
activamente al éxito de las políticas públicas destinadas a las grandes 
transformaciones de España apoyándose, entre otras herramientas, en el 
teletrabajo y en la cooperación territorial. 

2. Plan para la transición energética en la Administración General del Estado 

 Ahorro y eficiencia energética: este componente debe aumentar el número de 
edificios con alta calificación energética y, en particular, los edificios de consumo de 
energía casi nulo, mediante la renovación del parque público y teniendo en cuenta 
la normativa sobre accesibilidad. Así mismo, debe renovar las infraestructuras 
consumidoras de energía por otras de alta eficiencia energética, en particular, las de 
alumbrado exterior. 

 Energías renovables: este componente debe incrementar la utilización de las 
energías renovables térmicas y eléctricas en sustitución de combustibles fósiles. 

 Movilidad sostenible: este componente debe promover la movilidad sostenible de 
los trabajadores públicos y renovar el parque público de vehículos, por otros de cero 
emisiones, en especial eléctricos y la implantación de puntos de recarga eléctrica, 
así como fomentar la movilidad sostenible de los trabajadores públicos 
incrementando el número de planes de transporte al centro de trabajo. 
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Además de la consecución de los objetivos energéticos, la implantación de estas 
medidas en la Administración General del Estado permitirá: 

 

 Generar un efecto sensibilizador sobre el conjunto de la Administración y la 
ciudadanía, incrementando la coherencia entre el funcionamiento del sector público 
y las políticas en el ámbito de transición energética. 

 Reducir costes operativos para la Administración Pública, liberando recursos para 
dedicar a políticas públicas. 

 Generar efecto tractor sobre el mercado en ámbitos clave como la movilidad 
sostenible, la eficiencia energética y las energías renovables. 

 

3. Reforma de las Administraciones Públicas 

 Gestión administrativa y financiera. Con el objetivo de establecer un correcto 
modelo de gobernanza, reporte y seguimiento de las actuaciones incluidas en el 
Plan, se establecerá un nuevo modelo para la gestión administrativa y financiera, a 
fin de poder trasladar a las altas instancias nacionales y europeas el correcto 
desarrollo de las actuaciones establecidas en el mismo. Asimismo, se establece un 
modelo homogéneo para el reporte a la Secretaría General de Administración Digital 
de los Ministerios tractores y sus unidades TIC correspondientes. 

 Empleo público. Este componente debe permitir consolidar un modelo de empleo 
público de calidad, mediante la adopción de medidas dirigidas a reducir la 
temporalidad, así como a establecer medidas eficaces para prevenir y sancionar el 
uso abusivo del empleo público temporal.   

Para la prestación y gestión eficiente de los servicios públicos y del personal de las 
Administraciones Públicas, se fomentará la incorporación de plataformas 
tecnológicas y de gestión inteligente en los procesos de selección y gestión de 
recursos humanos. Esta actuación permitirá a la Administración Pública adecuar las 
necesidades digitales de los empleados públicos, facilitando el acceso al puesto de 
trabajo digital, la agilidad de los procesos de selección, la formación en el uso de las 
herramientas y capacitación en nuevas herramientas digitales, así como la 
transformación tecnológica necesaria para mejorar los procesos y automatizarlos. 
Resulta prioritario fortalecer la capacidad de la Administración mediante la 
implantación de un modelo de recursos humanos basado en competencias, que 
favorezca la atracción y retención del talento mediante la articulación de una carrera 
profesional que asegure la igualdad entre mujeres y hombres, junto a una dirección 
pública profesional que evite una excesiva rotación y asegure una gestión pública 
orientada a resultados. Igualmente, es preciso desarrollar políticas de reclutamiento 
y selección que aseguren el relevo intergeneracional, orientadas a la captación de 
talento diverso y a la inclusión de grupos infrarrepresentados. 
 

 Marco de relaciones interadministrativas. Para la buena ejecución del Plan, se 
fomentará un modelo de cooperación entre los departamentos ministeriales de 
acuerdo a un Modelo de Gobernanza del Plan en base a dos niveles de relación, de 
forma tanto estratégica como ejecutiva. Igualmente se impulsará una renovación de 
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los instrumentos de cooperación y coordinación interterritorial que mejoren la 
eficiencia del sistema. 
 

 Refuerzo del marco de contratación pública. Se pretende poner en marcha la 
Estrategia Nacional de Contratación Pública, que, entre otros objetivos, promoverá 
la eficiencia en la contratación pública, tanto en relación con el proceso de 
contratación (tiempos, cargas burocráticas) como en relación a los resultados 
obtenidos con la misma. 

 Evaluación de políticas públicas. Con el fin de mejorar el marco normativo e 
institucional de la evaluación, y reforzar el proceso de evaluación ex ante, se 
aprobará una norma reguladora y se creará un nuevo organismo público de 
Evaluación de Políticas Públicas, que se convierta en un hub de la red de Ministerios 
y desarrolle metodologías de análisis y evaluación de alternativas, complementando 
el refuerzo de la evaluación ex post previsto en el componente 29.  

 Gobernanza económica. La gobernanza económica hace referencia al sistema de 
instituciones y procedimientos establecidos para lograr los objetivos de las reformas 
de las Administraciones Públicas en el ámbito económico, es decir, la coordinación 
de las políticas económicas a fin de fomentar el progreso económico y social para el 
Estado y para sus ciudadanos. 

 Mejora de la transparencia a través de medidas de gobierno abierto. 

 Reforma de las capacidades administrativas para la implementación del Plan de 
Recuperación. Adopción de los instrumentos administrativos necesarios para la 
puesta en marcha del Plan, así como su ejecución, seguimiento, control y auditoría. 

c) Impacto esperado 

Justificación 
del impacto  

En materia de transición digital, el componente pretende mejorar la 
calidad y eficiencia de las Administraciones Públicas y de los servicios 
públicos que presta.  

Por ello, establece actuaciones concretas que contribuyen a la transición 
digital, especialmente dirigidas hacia el desarrollo de servicios públicos 
proactivos, universales y usables, así como hacia la modernización interna 
de la propia Administración a través de la automatización inteligente de la 
gestión administrativa y la transformación de las Administraciones hacia un 
modelo basado en el dato. 

Todo ello con el objetivo de garantizar servicios de calidad, la universalidad 
y la equidad de los servicios públicos, mejorando la usabilidad, utilidad, 
accesibilidad, movilidad, etc., y por consiguiente reduciendo de las brechas 
sociales y territoriales y las desigualdades de acceso. 

Asimismo, pretende contribuir a dar respuesta al reto demográfico, 
cuestión transversal, que requiere de transformaciones en todos los 
ámbitos de la acción pública, y una implicación reforzada de la iniciativa 
privada, por lo que se incorpora la perspectiva demográfica en el 
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componente y se orienta a ámbitos clave en la lucha contra la 
despoblación. 

En materia de reforma de las Administraciones Públicas, el componente 
pretende, por un lado, situar la tasa de temporalidad por debajo del 8% en 
el conjunto de las Administraciones Públicas españolas, así como 
establecer medidas eficaces para prevenir y sancionar el uso abusivo del 
empleo público temporal. 

Asimismo, se persigue incrementar la confianza ciudadana en las 
instituciones mediante actuaciones orientadas a reforzar la transparencia, 
la integridad de autoridades y empleados y empleadas públicas, y la 
participación ciudadana en la definición de las políticas públicas, que serán 
objeto de evaluación sistemática.  

Finalmente, se espera alcanzar una mejora sustancial del marco de 
contratación pública y de las competencias y capacidades de empleados y 
empleadas públicas, particularmente en el ámbito de las competencias 
digitales.  

En materia de transición energética, el componente plantea una inversión 
prevista para los próximos años, que tendrá algunos efectos directos e 
indirectos en el mercado laboral, por ejemplo: 

 Demanda de servicios en los campos de la construcción y la energía 
(consultoría, ingenieros, trabajadores especializados, proveedores 
de equipos, etc.). 

 Demanda de personal con experiencia y formación en áreas 
específicas. 

 Crecimiento de empresas especializadas en servicios energéticos, 
aumento de la competencia y de la competitividad. 

Esto ayudará a revitalizar el sector y hacer que las empresas nacionales 
sean más competitivas en el mercado global. 

En relación con la mejora de las condiciones de vida, las inversiones 
previstas conducirán a una reducción del consumo de energía, una 
contribución adicional de las fuentes de energía renovables y, en 
consecuencia, una reducción de las emisiones contaminantes.  

Además del ahorro económico que estas inversiones traerán a nuestros 
ciudadanos, habrá una mejora ambiental de nuestras ciudades y sus 
condiciones de vida. 

La reducción del consumo anual de energía final no renovable, y las 
reducciones de las emisiones anuales de CO2 a conseguir con esta inversión 
dependerán del grado de reparto entre cada una de las 3 actuaciones 
(eficiencia energética, renovables, movilidad sostenible). Así, para un 
escenario de renovación energética de alrededor de 1 millón de metros 
cuadrados de superficie de edificios, la sustitución de más de 125.000 
luminarias, la instalación de en torno a 50 MW de energías renovables y 
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3. Detalle sobre cada reforma/inversión del componente 

Reformas 

C11.R1 Reforma para la 
modernización y 
digitalización de la 
Administración 

Ministerio de Política Territorial y 
Función Pública y Ministerio de 
Asuntos Económicos y 
Transformación Digital   

a) Descripción de la reforma 

 
Esta reforma se compone de las siguientes actuaciones: 
 
1.- Medidas para reducir la temporalidad en el empleo público 

El objetivo de la reforma es situar la tasa de temporalidad por debajo del 8% en el conjunto 
de las Administraciones Públicas españolas.  

La reforma actúa en tres niveles:  

1.1) Remediar la elevada temporalidad existente 

Los procesos de estabilización de empleo temporal recogidos en las Leyes de Presupuestos 
Generales del Estado de 2017 y 2018 se están desarrollando de manera más lenta que la 
inicialmente prevista, lentitud que ha provocado la formación de nuevas bolsas de 
interinidad. Es necesario regular una nueva y última ampliación de los procesos de 
estabilización en la que se incluyan las plazas estructurales ocupadas temporal e 
ininterrumpidamente en los tres años anteriores a 31 de enero de 2020. 

El desarrollo de los procesos de estabilización derivada de las Leyes de Presupuestos 
Generales del Estado de 2017 y 2018, a fecha abril de 2021, se describe en el siguiente 
cuadro: 

7.000 vehículos sustituidos, implicará una reducción del consumo anual de 
energía final no renovable que será superior a los 180.000 GWh/año (en 
torno a 250.000 GWh/año en términos de energía primaria) y una 
reducción de las emisiones anuales de CO2 próxima a 50.000 tCO2/año, 
superando los 14 ktep de ahorro anuales. 

No obstante, el impacto concreto y el reparto entre las distintas tipologías 
de actuación dependerá del resultado del proceso de selección de 
proyectos y actuaciones en el ámbito de la inversión relevante, como se 
detalla en la descripción. En cualquier caso, dicho proceso garantizará que, 
en su conjunto, las actuaciones seleccionadas cumplan con los criterios 
necesarios para garantizar que se contribuye al 100% al objetivo climático. 
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SECTORES 

PLAZAS 
AUTORIZADAS 
EN OFERTA DE 

EMPLEO 
PÚBLICO 

PLAZAS 
CONVOCADAS 

PLAZAS 
CUBIERTAS 

 

P 
R 
I 
O 
R 
I 
T 
A 
R 
I 
O 
S 

ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 7.674 5.412 -- 

PERSONAL DOCENTE NO 
UNIVERSITARIO - CCAA 

70.826 58.638 30.982 

PERSONAL ESTATUTARIO - 
CCAA 

96.004 74.249 23.145 

PERSONAL DOCENTE 
ADMINISTRACIÓN GENERAL 
DEL ESTADO  

570 491 220 

PERSONAL ESTATUTARIO -
ADMINISTRACIÓN GENERAL 
DEL ESTADO 

653 -- -- 

OTROS PRIORITARIOS -
ADMINISTRACIÓN GENERAL 
DEL ESTADO (AEAT, SEPE, 
IMSERSO…) 

2.329 549 410 

NO 
PRIORITARIOS 

ADMINISTRACIÓN GENERAL 
DEL ESTADO 

2.408 17 -- 

COMUNIDADES AUTÓNOMAS 38.207 15.127 1.479 

TOTAL 218.671 154.483 56.236 

  

Para evitar las dilaciones en estos nuevos procesos se exigirá que la publicación de las 
convocatorias de los procesos selectivos para la cobertura de las plazas o puestos incluidos 
en las ofertas de empleo público aprobadas en el marco de los procesos de estabilización 
(los ya existentes y los que se añadan a estos) deba producirse en todo caso antes del 31 de 
diciembre de 2021 y que la ejecución de todos los procesos deba finalizar antes de 31 de 
diciembre de 2024.  

1.2) Articular a futuro medidas eficaces para prevenir y sancionar el abuso y el fraude en la 
temporalidad. 

Se pretende reformar el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público 
para, con pleno respeto a la normativa presupuestaria:  

– Reforzar el carácter temporal de la figura del personal interino.  

– Aclarar los procedimientos de acceso a la condición de personal interino. 

– Objetivar las causas de terminación de la relación interina.  

– Delimitar el régimen jurídico del personal funcionario interino. 

– Recoger un régimen de responsabilidades en caso de incumplimiento que constituya un 
mecanismo proporcionado, eficaz y disuasorio. 

1.3) Estudiar una herramienta de planificación de recursos humanos. 

Partiendo de un diagnóstico de las causas estructurales de la temporalidad en el empleo 
público en los distintos niveles de Administración Pública y en cada sector, se realizará un 
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estudio sobre una herramienta de planificación de recursos humanos a fin de mantener 
ofertas sostenidas en el tiempo que permitan las incorporaciones necesarias para asegurar 
la prestación de servicios públicos, garantizando en todo caso la sostenibilidad del gasto 
público. 
 
2.- Refuerzo de las capacidades del empleo público 
Se persigue implantar un modelo de recursos humanos basado en competencias, que 
favorezca la atracción y la retención del talento mediante la articulación de una carrera 
profesional que asegure la igualdad entre mujeres y hombres, junto a una dirección pública 
profesional que evite una excesiva rotación y asegure una gestión pública orientada a 
resultados, mediante: 
 

- La Ley de Función Pública de la Administración del Estado, que desplegará todo el 
potencial innovador del Estatuto Básico del Empleado Público en torno a cuatro 
grandes ejes: revitalización de los instrumentos de planificación, ordenación y 
gestión de los recursos humanos; garantía de la efectividad de los principios de 
igualdad, mérito y capacidad en el acceso, así como la transparencia y agilidad de 
los procesos selectivos; regulación de la carrera profesional vertical y horizontal y de 
la formación, dirigidos a asegurar un óptimo rendimiento y la atención a las 
necesidades de la organización, y finalmente el desarrollo de la figura del personal 
directivo público profesional, elemento clave en la concepción de una 
Administración Pública orientada a la planificación, evaluación y control de las 
políticas públicas. La ley constituye el fundamento para emprender la imprescindible 
reforma estructural del empleo público que requiere la Administración de nuestro 
tiempo. 

- Los desarrollos reglamentarios derivados de la Ley, sobre ingreso y provisión de 
puestos; situaciones administrativas; evaluación del desempeño y directivo público.  

- Las estrategias y planes que favorezcan la plena implantación de la reforma, entre 
los que se incluye el III Plan de Igualdad de Género en la Administración General 
del Estado y los organismos públicos vinculados o dependientes de ella.  

- El Programa de Capacitación Digital de las Administraciones Públicas contemplado 
en al Plan Nacional de Competencias Digitales.  

- El desarrollo colaborativo de un modelo de cualificaciones profesionales para la 
Administración Pública española a través de la Red de Escuelas e Institutos de 
Administración Pública. 

 
3.- Plan de captación del talento de la Administración General del Estado 
Con este Plan se pretende incorporar a las nuevas generaciones en el empleo público de 

forma que se consiga una Administración más moderna, ágil, dinámica, igualitaria e 

inclusiva. 

Para la consecución de su objetivo general, atraer talento, el plan define tres objetivos 

estratégicos: promover la orientación laboral de la ciudadanía hacia la AGE, mejorar la 

imagen de la AGE y poner en valor el trabajo de los empleados y empleadas públicos; cuatro 
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líneas de actuación (comunicación, fomento directo, análisis del sistema selectivo y 

planificación de los recursos humanos) y 15 medidas dirigidas hacia la captación del talento: 

1. Promover acciones de captación de talento a través de jornadas divulgativas. 
2. Elaborar e implementar una estrategia de comunicación. 
3. Colaborar activamente con los Centros de Información y Promoción de empleo de 

las Universidades. 
4. Visibilizar la marca de la Administración como empleadora. 
5. Colaborar con el Servicio Público de Empleo Estatal para la difusión de ofertas de 

empleo público. 
6. Impulsar el sistema de prácticas externas en la Administración. 
7. Estudiar la implantación de un programa de fomento para preparar oposiciones. 
8. Implantar un sistema de ayudas a la preparación para personas con discapacidad. 
9. Facilitar el acceso al empleo público a las empleadas y empleados públicos que 

prestan servicios en el exterior. 
10. Elaborar un plan de políticas de inclusión laboral en la Administración General del 

Estado. 
11. Reforzar la dotación de recursos humanos de la Administración del Estado en el 

territorio. 
12. Establecer sistemas para gestionar el relevo generacional. 
13. Ordenar la actividad de promoción de las oposiciones. 
14. Repensar la selección. 
15. Modernizar los perfiles profesionales en el empleo público 

4.- IV Plan de Gobierno Abierto 

El IV Plan de Gobierno 2020-2024 está integrado por 10 compromisos, que agrupan más de 
100 iniciativas promovidas por todas las Administraciones Públicas: AGE, Comunidades y 
Ciudades de Ceuta y Melilla y Entidades locales, a través de la FEMP. 

Estos 10 compromisos son: 

I. Reforma del marco regulatorio de la transparencia, que incluye la 
aprobación del reglamento de desarrollo de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno; la ratificación del Convenio del Consejo de Europa sobre acceso a 
los documentos públicos, y la modificación de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre. 

II. Plan de refuerzo y mejora de la transparencia, que amplía la publicidad 
activa en el Portal de la Transparencia, facilitando el seguimiento de planes 
públicos e informando sobre su cumplimiento, así como el impulso de la 
apertura de datos y de la reutilización de la información del sector público. 

III. Plan de mejora de la participación, a través de la creación de una plataforma 
de participación ciudadana y el impulso a los laboratorios de innovación para 
promover la participación en la elaboración de políticas públicas. 
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IV. Huella normativa, orientado a la trazabilidad del proceso de elaboración de 
las normas y el refuerzo de la participación ciudadana en los trámites de 
consulta previa e información pública 

V. Establecimiento de sistemas de integridad pública, mediante el diseño de 
mapas de riesgo y códigos éticos, que se completan con la regulación de un 
registro de lobbies obligatorio y la modificación de la Ley 53/1984, de 26 de 
diciembre, de Incompatibilidades del Personal al Servicio de las 
Administraciones Públicas. 

VI. Protección de denunciantes, mediante la transposición de la Directiva (UE) 
2019/1937 relativa a la protección de las personas que informen sobre 
infracciones del Derecho de la Unión Europea. 

VII. Formación y educación en Gobierno Abierto, con acciones formativas 
destinadas a la ciudadanía y público experto, así como a los empleados y 
empleadas públicos. 

VIII. Comunicación Inclusiva sobre Gobierno Abierto, a través de medidas de 
difusión de los valores de gobierno abierto, así como la investigación y el 
debate avanzado. 

IX. Observatorio sobre Gobierno abierto, orientado a difundir y promover las 
mejores prácticas.  

X. Compromisos de ámbito autonómico y local. Un total de 53 iniciativas de las 
comunidades autónomas y entidades locales se integran por primera vez en 
el plan, de forma que este dispone de alcance estatal. 

5.- Estrategia para reforzar el sistema público de evaluación en las Administraciones 
Públicas 

El proyecto consiste en la puesta en marcha de una serie de medidas para el refuerzo y 
reorganización del sistema público de diseño y evaluación de políticas públicas en las 
Administraciones Públicas, en el que participan distintos organismos y actores, y en la 
adopción de una norma con rango de ley.  
 
La ley por la que se implante en la AGE la evaluación sistemática de políticas públicas, y 
mediante la que se cree un organismo con alto grado de autonomía debe ir acompañada 
de una estrategia, ya que requiere de un conjunto de actuaciones adicionales 
(metodologías de evaluación, sistemas de recogida y puesta a disposición de datos, 
formación, códigos éticos, etc.) 
 
En esta ley se establecerán, siguiendo las recomendaciones de la OCDE y la Unión 
Europea, las siguientes medidas que se desarrollarán en el marco de la Estrategia: 
 
 La definición de los conceptos y principios generales de evaluación de políticas 

públicas y de su institucionalización en las Administraciones Públicas. 

 La elaboración de las directrices comunes para la práctica de la evaluación de las 
políticas públicas: proceso de realización de evaluaciones.  

 La definición de los principios éticos y de actuación que deben regir la práctica de la 
evaluación. 
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 La evaluabilidad de las políticas públicas: elementos esenciales que deben contener 
los instrumentos planificadores de las Administraciones Públicas para garantizar su 
evaluación.  

 El sistema de recogida de datos y de indicadores que vayan a ser empleados en la 
evaluación.  

 La regulación de la actividad en materia de evaluación de la Administración Pública 
estableciendo la obligatoriedad de un programa anual de carácter departamental y 
de una memoria anual en la que se refleje el grado de cumplimiento, sus principales 
resultados y las acciones de mejora a adoptar. 

 El establecimiento, en cada departamento ministerial, de un responsable de 
evaluación de políticas públicas. 

 El establecimiento de un instrumento estable de planificación estratégica de la 
evaluación. 

 La definición de las obligaciones de suministro de información para la evaluación de 
políticas públicas, los mecanismos y protocolos de acceso y uso de la información. 

 La definición del mecanismo de seguimiento de las recomendaciones de las 
evaluaciones.  

 La creación de un órgano consultivo y de cooperación en materia de evaluación de 
políticas públicas, con el fin de dar entrada a la participación de los actores clave en 
esta materia.  

 El régimen de control de las obligaciones que se determinen en la ley. 

 La definición del mecanismo de seguimiento y rendición de cuentas de la propia ley. 

 Los mecanismos de coordinación entre los organismos con competencias en esta 
materia, especialmente los que realizan funciones de evaluación ex ante y ex post. 

 La redefinición de las funciones del Instituto de Evaluación de Políticas Públicas del 
Ministerio de Política Territorial y Función Pública, así como su transformación en 
un organismo con alto grado de autonomía (posiblemente una Agencia Estatal). 
Este órgano contaría con amplia participación de actores afectados y flexibilidad 
suficiente para incorporar en su actuación las capacidades necesarias procedentes 
de distintos ámbitos de conocimiento (administrativo, académico, social, etc.), 
incluyendo la generación de sinergias en esta materia con el Instituto Nacional de 
Administración Pública.  

Este órgano desempeñaría las siguientes funciones: 

o Coordinación y estandarización de las metodologías para el análisis ex ante 
de políticas públicas, articuladas a través de instrumentos normativos 
(Memorias de Análisis de impacto normativo -MAIN-).  

o Realización de aquellas otras evaluaciones ex ante de políticas públicas que 
el Gobierno le encomiende. Esta función se realizará sin perjuicio de las 
competencias en materia de evaluación ex post ejercidas por la AIReF, con la 
que se mantendrá la necesaria coordinación. 
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o Fomento de la cultura de evaluación en las administraciones públicas, 
formulación y difusión de metodologías en materia de evaluación 

o Seguimiento de la implementación de la Estrategia para reforzar el sistema 
público de evaluación de las administraciones públicas 

 
Estas evaluaciones ex ante tendrán por finalidad analizar, con un enfoque transversal y 
participativo, el valor público de las actuaciones objeto de análisis. A estos efectos son 
relevantes aspectos como el impacto en la igualdad de género, en materia de reto 
demográfico, transición verde, o las repercusiones en el ámbito de la infancia, la inclusión 
social o la racionalidad administrativa.  
 
Esta reforma complementa las actuaciones que se señalan en el Componente 29 relativas 
al reforzamiento de la evaluación ex post a través de los Spending Reviews que realiza la 
AIReF, conformando así un sistema robusto y coherente de mejora de la calidad, diseño y 
evaluación de las políticas públicas en España. 
 
6.- Refuerzo de la cooperación interterritorial mediante la reforma de la Ley 40/2015. 

El proyecto plantea el reforzamiento de los instrumentos de cooperación 
interadministrativa ya existentes, desarrollando mecanismos que garanticen su actuación.  

España es un Estado descentralizado en el que la cooperación entre los tres niveles de 
Administración, estatal, autonómica y local, asegura en última instancia el adecuado 
funcionamiento del modelo territorial. 

El sistema de cooperación entre el Estado y las CCAA pretende integrar la técnica y la política 
en la toma de decisiones, y tiene como nivel máximo de cooperación la Conferencia de 
Presidentes, en la que el Presidente del Gobierno y los Presidentes de todas las CCAA se 
reúnen con el objetivo de establecer directrices políticas de carácter general y 
multisectorial. La persona titular del Ministerio de Política Territorial y Función Pública actúa 
como Secretario de la Conferencia de Presidentes y coordina la actuación del Comité de 
Preparación, Impulso y Seguimiento de la Conferencia de Presidentes. 

Este sistema de cooperación está articulado en tres niveles y se desarrolla en un doble 
ámbito de cooperación. Por un lado, la concertación y el acuerdo político, que corresponde 
a los miembros del Gobierno y de los Consejeros de los Gobiernos Autonómicos, reunidos 
en Conferencia Sectorial; y por otro, el debate y acuerdo de carácter técnico que 
corresponde a los miembros de las Comisiones Sectoriales y de los Grupos de Trabajo.  

El funcionamiento normal del sistema de Conferencias Sectoriales y de sus órganos 
preparatorios viene a reproducir, en cierto modo, el método de trabajo de los Consejos de 
Ministros en la Unión Europea, con un debate técnico inicial que se va concretando y 
convirtiendo en decisión política conforme la propuesta prospera y su contenido se 
concreta y es asumido por las partes.   

En el ámbito local, la Comisión Nacional de Administración Local es el órgano permanente 
para la colaboración entre la Administración General del Estado y la Administración Local, 
presidida por el titular del Ministerio de Política Territorial y Función Pública. 

Para fortalecer estas herramientas de cooperación se plantea: 
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 Crear un Secretariado Permanente de la Conferencia de Presidentes, encargado de 
velar por la dinámica de estabilidad, constancia y permanencia de la actividad que 
la Conferencia debe desarrollar en relación con su misión básica y esencial. 

 Reforzar el papel del Ministerio de Política Territorial y Función Pública en la 
Conferencia Sectorial de Administración Pública, y en la Conferencia Sectorial del  
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. 

 Definir con mayor precisión los procedimientos de toma de decisiones en las 
Conferencias Sectoriales y el carácter vinculante, o no, de las mismas. 

 Promover la institucionalización de Conferencias Multisectoriales como marco 
idóneo para reunir órganos de cooperación cuyos sectores de actividad se 
encuentran estrechamente interrelacionados, de manera que la toma de decisiones 
en estas materias requiere de la cooperación ya no solo entre distintas 
Administraciones, sino también entre distintos departamentos gubernamentales en 
cada una de ellas. Incorporar a la Federación Española de Municipios y Provincias 
(FEMP) en las Conferencias Sectoriales cuyo ámbito de actuación incluya asuntos de 
interés local. 

 Creación de una Plataforma digital de colaboración interadministrativa para 
impulsar la digitalización de los mecanismos de cooperación interadministrativa. 

7.- Reforma de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, con la aprobación de la 
Ley del Estatuto Básico de los Municipios de Menor Población y de los Municipios en 
Riesgo de Despoblamiento 
La reforma introducirá un nuevo Título XI en la Ley: “Régimen de organización de los 
municipios de menor población y de los municipios en riesgo de despoblamiento” con el 
objeto de: 
 Contribuir a la fijación de la población en el territorio, a fin de frenar el vaciamiento de 

la España interior.  
 Establecer mecanismos que garanticen el funcionamiento democrático de sus 

instituciones de gobierno. 
 Favorecer una mejor prestación de los servicios públicos locales a través de medios 

digitales. 
 

8.- Reforma del Modelo de Gobernanza TIC y de la cooperación interadministrativa, con 
los cambios normativos y de organización necesarios 
Esta actuación tiene como objetivos los siguientes: 
 Evolucionar el modelo de gobernanza de las TIC de la Administración General del Estado. 
 Mejorar la coordinación con las Comunidades Autónomas y Entidades Locales 
 Impulsar y evolucionar el marco organizativo, semántico y técnico de la 

interoperabilidad entre las Administraciones Públicas y con el ciudadano. 
 

b) Evidencia, análisis 
y datos que motiven 
la necesidad de la 
reforma 

La digitalización de la Administración Pública española, así como el 
impulso que el Plan Nacional de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia requiere del establecimiento de una reforma para la 
modernización y digitalización de la Administración, que permita las 
siguientes actuaciones: 
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1.- Medidas para reducir la temporalidad en el empleo público 

La Comisión Europea ha puesto de manifiesto la necesidad de 
reducir la temporalidad en el empleo público, por lo que España, en 
consideración con la misma, pretende introducir los siguientes 
cambios en la Administración Pública: 

1) Reformar el Estatuto Básico del Empleado Público. 

2) Reducir la temporalidad en las Administraciones Públicas. 

3) Impulsar los cambios legislativos oportunos para evitar que se 
generen nuevas bolsas de empleo temporal. 

 
2.- Refuerzo de las capacidades del empleo público 
Implantar un modelo que favorezca la atracción y la retención del 
talento mediante la articulación de una carrera profesional que 
asegure la igualdad entre mujeres y hombres, junto a una dirección 
pública profesional. Se pretende asimismo reforzar la composición 
y estructura del empleo público con perfiles orientados a las TIC 
(digitalización, robotización e inteligencia artificial, etc.), con la 
intención de incorporar perfiles técnicos, estratégicos, creativos y 
con vocación de servicio público para adaptar la Administración 
Pública a los grandes avances que acontecen. 
 
3.- Plan de captación del talento de la Administración General del 
Estado 

En el momento actual, este Plan constituye una necesidad 
estratégica ineludible habida cuenta de los retos que deberá 
afrontar la Administración Pública en los próximos años. En primer 
lugar, está el constatable y creciente envejecimiento de las 
plantillas en las Administraciones Públicas. La edad media del 
personal del conjunto del personal de la AGE es de 52 años, a lo que 
se suma el hecho de que en los próximos 10 años el 51% del 
personal de la AGE se jubilará, destacando por grupos de carrera, el 
auxiliar y el administrativo, con niveles porcentuales de expectativa 
de jubilación que superan el 57 y el 62%, respectivamente. 

En segundo lugar, se debe tener en cuenta el impacto que la 
revolución digital o tecnológica tendrá sobre el sector público, que 
ha puesto ya a prueba a las Administraciones durante la pandemia 
en lo que se refiere a la informatización y la tramitación electrónica 
de procedimientos, lo que conduce a que la Administración 
necesitará cada vez más empleadas y empleados públicos con 
fuertes conocimientos de tecnología y digitalización y con una 
elevada capacidad de adaptación y de aprendizaje continuo. El 
tercer reto tiene que ver con los efectos que el largo ciclo de 
contención presupuestaria ha tenido sobre el empleo público como 
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consecuencia de la profunda crisis económica que se abrió en 2008, 
con una reducción significativa de las Ofertas de Empleo Público de 
alrededor del 14% en el número total de efectivos. A este hecho 
habría que añadir otra circunstancia: las plazas convocadas no se 
cubren en su totalidad, sobre todo en los procesos selectivos de 
determinados cuerpos superiores, con resultados por debajo del 
70% de cobertura en el sistema de acceso libre. 

Por último, hay otro reto al que se enfrentan las Administraciones 
Públicas y que constituye un freno importante en la captación de 
talento joven, que se refiere al desajuste del sistema educativo y los 
sistemas de acceso a la Administración Pública. Los planes de 
estudios universitarios se focalizan cada vez más en la adquisición 
y desarrollo de competencias genéricas, críticas y creativas. Por el 
contrario, en las pruebas selectivas para el acceso a la 
Administración Pública, el peso de las pruebas memorísticas de alto 
contenido jurídico sigue siendo determinante, lo que justifica que, 
para los universitarios y universitarias, el empleo público no resulte 
atractivo al acabar sus estudios 
 
4.- IV Plan de Gobierno Abierto 
España se incorporó a finales de 2011 a la Alianza de Gobierno 
Abierto, una iniciativa multilateral de la que hoy forman parte 70 
Estados. La Alianza promueve la transparencia de la actuación de 
los poderes públicos; la participación ciudadana en la elaboración 
de las políticas públicas, y el refuerzo de la integridad pública para 
combatir la corrupción. Desde entonces, se han aprobado cuatro 
planes de acción en los que se plasman los compromisos que asume 
el Gobierno y que son objeto de evaluación a través de un 
mecanismo de revisión independiente. 
 
5.- Estrategia para reforzar el sistema público de evaluación en las 
Administraciones Públicas 
La Comisión Europea y la OCDE vienen recomendando a los Estados 
la importancia de la evaluación de políticas públicas y contar con 
instituciones adecuadas y un marco de institucionalización de la 
evaluación.  
 
6.- Refuerzo de la cooperación interterritorial mediante la 
reforma de la Ley 40/2015. 
 
La pandemia ocasionada por el COVID19 ha evidenciado que la 
cooperación entre los distintos niveles administrativos es 
imprescindible en nuestro Estado descentralizado para gestionar 
eficientemente una crisis, y también para gestionar políticas 
públicas. El refuerzo de la resiliencia del Estado descansa también 
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en el fortalecimiento de los mecanismos de cooperación inter-
administrativa existentes 
 
7.- Reforma de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, 
aprobación del Estatuto Básico de los Municipios de Menor 
Población y de los Municipios en Riesgo de Despoblamiento  

Con esta reforma se mejorará la prestación de los servicios públicos 
locales y se atenderán las peculiaridades y necesidades específicas 
de los municipios de menor población, así como aquellos otros en 
riesgo de despoblamiento, y esto último a través de la aprobación 
del Estatuto Básico de los Municipios de Menor Población y 
Municipios en Riesgo de Despoblamiento. 

8.- Reforma del Modelo de Gobernanza TIC y de la cooperación 
interadministrativa, con los cambios normativos y de organización 
necesarios 
Un nuevo modelo de gobernanza que permita asegurar la ejecución 
y la sostenibilidad de las inversiones desde un punto de vista 
funcional, técnico y económico, contando además con la 
transformación de la Secretaría General de Administración Digital 
para cumplir con agilidad, eficiencia y seguridad jurídica la 
planificación estratégica y operativa de los proyectos, la ejecución 
directa e indirecta de los fondos recibidos, así como su evaluación 
posterior.  

c) Colectivo objetivo 
de la reforma  

Sector público, con el fin de mejorar la eficiencia de la economía 
en general y el bienestar de los ciudadanos. 

d) Forma/s de 
implementación de la 
reforma  

La implementación de las reformas legislativas necesarias se 
realizará paulatinamente. 
 
Asimismo, la reforma acompañará al despliegue de las diferentes 
inversiones de este componente, así como de otras iniciativas 
tecnológicas financiadas a través del gasto corriente de cada 
Administración. 
 
En los casos que corresponda, la implementación se realizará a 
través de la tramitación habitual de las leyes. 

e) Administración 
ejecutora 

Ministerio de Política Territorial y Función Pública con la 
participación de las CCAA y de las Entidades Locales 
 
La Secretaría General de Administración Digital (SGAD), dentro de 
la Secretaría de Estado de Digitalización e Inteligencia Artificial 
(SEDIA) del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación 
Digital. 
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f) Involucración de 
stakeholders 

La elaboración de la reforma se realizará contando con la 
colaboración de los demás Ministerios de la Comisión Sectorial de 
Administración Electrónica (CSAE), de la Conferencia Sectorial de 
Administración Pública (CSAP), en la que participan las restantes 
Administraciones Públicas. 
 
Administraciones públicas, organizaciones sindicales, comunidad 
educativa, colegios profesionales, comunidad de expertos, 
ciudadanía en general. 
 
Asimismo, se trabajará conjuntamente a través de los grupos de 
trabajo establecidos con la Confederación Española de 
Organizaciones Empresariales. 

g) Principales 
impedimentos para 
las reformas y 
estrategias de 
solución para los 
mismos 

La estrategia de transformación digital de la Administración prevé 
los mecanismos necesarios, asociados a todos los proyectos, para 
la adecuada gestión del cambio y adopción de los nuevos sistemas 
a implantar. Esta reforma presenta los siguientes impedimentos: 
 Resistencia al cambio del nuevo modelo de gobernanza. 
 Afecta a la totalidad de las Administraciones Públicas. 

La puesta en marcha de las nuevas iniciativas de interoperabilidad 
requiere realizarse de forma acompasada con los procesos de 
transformación digital de cada Administración. 

Por otro lado, las principales dificultades serían las siguientes: 

• Dificultades técnicas derivadas de la complejidad de las 
reformas que se plantean 

• Falta de interés o voluntad por parte de las 
Administraciones autonómicas y/o locales. 

• Falta de recursos suficientes. 

• Diferencias en las velocidades de implementación de las 
diferentes Administraciones. 

h) Calendario de 
implementación de la 
reforma 

Las reformas se han iniciado a finales de 2020 y continuarán en 
2021. 

i) Ayudas de Estado La reforma no cuenta con presupuesto asignado. No supone ayuda 
de Estado. 

 

C11.R2 Reforma para el impulso del Estado 
de Derecho y la eficiencia del servicio 
público de justicia 

Ministerio de Justicia 
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a) Descripción de la reforma 

Para hacer frente a las restricciones impuestas como consecuencia de la pandemia, la 
Administración de Justicia tuvo que adaptarse, tanto desde el punto de vista de la adopción 
de los cambios normativos necesarios en las instituciones procesales como desde la 
perspectiva organizativa, y todo ello con el objetivo de alcanzar una progresiva reactivación 
del normal funcionamiento de los Juzgados y Tribunales. En particular, las medidas 
necesarias se adoptaron en la Ley 3/2020, de 18 de septiembre, de medidas procesales y 
organizativas para hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia. 
 
Junto con lo anterior, Justicia 2030 es un plan de trabajo para diez años cuyo objetivo es la 
adaptación y mejora de la Administración de Justicia, para incorporar la transición ecológica 
y la digitalización y hacerla más accesible y eficiente; mejorando la economía, apoyando en 
la política contra la despoblación, diseñando modelos de cogobernanza o mejorando la 
cohesión en coordinación con otros ministerios y Administraciones. 
 
El servicio público de Justicia ha de ejercer el papel de palanca para la transformación de 
país. En este sentido, es esencial desarrollar proyectos normativos que den la necesaria 
seguridad jurídica que la sociedad y los operadores económicos necesitan.  
 
Instrumentos normativos para el despliegue y ejecución del programa: 

1. La Ley de eficiencia procesal del servicio público de Justicia: incluye medidas de 
agilización procesal en los cuatro órdenes jurisdiccionales, de transformación digital 
de la Administración de Justicia y de implantación de medios adecuados de solución 
de controversias, complementarios y alternativos a la jurisdicción. 

 

2. La Ley de eficiencia organizativa del servicio público de Justicia. La norma abordará 
la implantación de los Tribunales de Instancia y la Oficina Judicial, haciendo un uso 
intensivo de la tecnología para prestar un servicio público eficiente y de calidad. Los 
Tribunales de Instancia supondrán: establecer criterios comunes entre los miembros 
del Tribunal para que su respuesta sea uniforme y, por lo tanto, predecible 
(colegiación de criterios); dotar de mayor flexibilidad a la Planta Judicial, 
permitiendo adaptarla a las necesidades; crear un primer nivel de especialización 
para la distribución de asuntos, compatible con la de los propios Tribunales; reducir 
la duración de los pleitos, al dotar al sistema de una capacidad de adaptación 
inmediata a las diversas coyunturas; sin depender de forma estructural de la 
creación de nuevos juzgados o la transformación de los existentes. Además, 
abordará la evolución de los actuales Juzgados de Paz para transformarlos en las 
Oficinas de Justicia en los municipios. 

 

3. La Ley de eficiencia digital del servicio público de Justicia: contempla la creación de 
una arquitectura de información basada en datos, para la función de generación de 
información y conocimiento para la gestión; así como en una arquitectura de 
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información orientada al meta-dato, para la función de la interoperabilidad de 
aplicaciones. 

 

4. La Ley de Enjuiciamiento Criminal: diseña un nuevo modelo de proceso penal 
constitucional, más acorde y totalmente coherente con la arquitectura del Estado 
de Derecho que establece nuestra Carta Magna. Concretamente con los nuevos 
roles que introduce la reforma: la figura del fiscal investigador, la del juez de 
garantías y la del juez de la Audiencia Preliminar. Con la inclusión de estas figuras se 
consigue distinguir nítidamente en el marco del proceso las funciones de: a) 
investigar, b) tutelar los derechos de los investigados, c) decidir sobre la 
conveniencia de abrir juicio oral y sobre qué pruebas son válidas. En cuanto a la 
incorporación de nuevas herramientas para la lucha contra la criminalidad, la norma 
supone un salto cualitativo en la actualización de nuestro ordenamiento jurídico 
penal, puesto que da regulación a las más avanzadas técnicas de investigación 
contra el crimen, como son la prueba científica, el tratamiento automatizado de 
datos y las búsquedas inteligentes, las investigaciones encubiertas en entornos 
digitales o la denuncia telemática, así como la mejora de la regulación del ADN. El 
anteproyecto refuerza las garantías y, especialmente, el papel central de la víctima 
en el proceso. A esta el texto normativo le reconoce un estatuto propio, 
contemplando un amplio catálogo de medidas para evitar la revictimización e 
incorporando la justicia restaurativa a la norma procesal. En la misma línea, la nueva 
ley contempla nuevos mecanismos de protección para menores y personas con 
discapacidad. 
 

b) Evidencia, análisis 
y datos que motiven 
la necesidad de la 
reforma 

La implantación de los Tribunales de Instancia, junto con la 
posibilidad de la tramitación íntegramente digital de los 
procedimientos judiciales, contribuirá de forma decisiva a mejorar 
la eficiencia de la Administración de Justicia. 
 
La interoperabilidad de nuestros sistemas para ser, por tanto, más 
eficientes económica y tecnológicamente, desplazándonos de la 
“gestión de documentos” –que realizan en la actualidad nuestras 
aplicaciones (y muy en particular los sistemas de gestión procesal)– 
a la “gestión de datos.” 

c) Colectivo objetivo 
de la reforma  

Profesionales del derecho, PYMES y población en general. 

d) Forma/s de 
implementación de 
la reforma  

 Ley 3/2020, de 18 de septiembre, de medidas procesales y 
organizativas para hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la 
Administración de Justicia: ya aprobada y publicada. 

 Ley de eficiencia procesal: durante 2020 y 2021 se está 
trabajando con los distintos agentes involucrados, elevando el 
conjunto de propuestas normativas con objeto de tenerlas 
aprobadas en 2022. 
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 Ley de eficiencia organizativa: durante 2021 se trabajará con los 
distintos agentes involucrados, elevando el conjunto de 
propuestas normativas con objeto de tenerlas aprobadas en 
2023. 

 Ley de eficiencia digital: durante 2021 se trabajará con los 
distintos agentes involucrados, elevando el conjunto de 
propuestas normativas con objeto de tenerlas aprobadas en 
2023. 

 Ley de enjuiciamiento criminal: durante 2020 y 2021 se está 
trabajando con los distintos agentes involucrados, elevando el 
conjunto de propuestas normativas con objeto de tenerlas 
aprobadas en 2022. 

e) Administración 
ejecutora 

Ministerio de Justicia. 

f) Involucración de 
stakeholders 

Profesionales del ámbito judicial, ciudadanos y empresas. 

g) Principales 
impedimentos para 
las reformas y 
estrategias de 
solución para los 
mismos 

Es necesario aprobar varias leyes, lo que siempre es complejo, 
para solventarlo se intentará mantener un perfil técnico que sea 
fácil de negociar con los grupos políticos. 

h) Calendario de 
implementación de 
la reforma 

La reforma procesal se realizará entre 2020 y 2023. 

i) Ayudas de Estado La reforma no cuenta con presupuesto asignado. No supone ayuda 
de Estado. 

 

C11.R3 Reforma para la modernización de la 
arquitectura institucional de 
gobernanza económica 

Ministerio de Asuntos 
Económicos y 
Transformación Digital 

a) Descripción de la reforma 

La gobernanza económica, definida como el entramado institucional que regula las 
transacciones entre agentes económicos, requiere adaptarse a un nuevo contexto más 
dinámico, agilizando los procesos de ejecución y aprovechando el impulso digitalizador de 
la sociedad. Esta adaptación requiere modernizar instituciones clave de la vida financiera y 
económica, incluyendo:   
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 La reforma del Reglamento de la Caja General de Depósitos, para la 
implantación de la Administración electrónica en la gestión de las garantías y 
depósitos presentados ante la Caja General de Depósitos.  

 La creación de la Autoridad de Protección del Cliente Financiero, orientada a 
garantizar los derechos de los clientes financieros, mediante un mecanismo 
rápido y vinculante de resolución de sus reclamaciones ante las instituciones 
financieras.  

 La mejora del marco institucional de resolución de entidades financieras, para 
ganar eficacia y credibilidad en la preparación y eventual ejecución de 
procedimientos de resolución.  

 La modernización de la arquitectura de supervisión en el ámbito financiero y 
de auditoría, y en particular, la Reforma del Plan General de Contabilidad (PGC) 
y la Reforma del Reglamento de Auditoría, con el fin de modernizar el marco 
contable y de auditoría adaptado a la normativa europea, redundando en una 
mejora de la calidad de la información financiera y de su supervisión. 
 

b) Evidencia, análisis 
y datos que motiven 
la necesidad de la 
reforma 

La reforma supone una modernización de la arquitectura 
institucional de gobernanza económica que afecta a un conjunto de 
políticas en el ámbito financiero y contable, con el fin de reforzar y 
modernizar nuestro sistema, adaptarlo a la normativa europea, 
aumentar la protección de los consumidores en materia financiera 
y generar eficiencias mediante la adopción de la digitalización en 
determinados servicios. 

c) Colectivo objetivo 
de la reforma  

Administración General del Estado. 

d) Forma/s de 
implementación de la 
reforma  

Esta reforma se instrumenta a través de los siguientes 
procedimientos:  

- Ley 7/2020, de 13 de noviembre, para la transformación 
digital del sistema financiero. 

- Real Decreto 937/2020, de 27 de octubre por el que se 
aprueba el Reglamento de la Caja General de Depósitos  

- Creación de la Autoridad de Protección del Cliente 
Financiero, mediante un Proyecto de Ley cuya publicación 
en audiencia está próxima.  

- Elaboración de un Proyecto de Ley de modificación del 
marco institucional de resolución.  

- Reforma del PGC: Mediante Real Decreto que modifica el 
PGC aprobado por el Real Decreto 1514/2007, de 16 de 
noviembre; el PGC de PYMES aprobado por el Real Decreto 
1515/2007, de 16 de noviembre; las Normas para la 
Formulación de Cuentas Anuales Consolidadas aprobadas 
por el Real Decreto 1159/2010, de 17 de septiembre; y las 
Normas de Adaptación del PGC a las entidades sin fines 
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lucrativos aprobadas por el Real Decreto 1491/2011, de 24 
de octubre 
La aprobación del Reglamento exigirá el desarrollo de 
Resoluciones del Instituto de Contabilidad y Auditoría de 
Cuentas en los aspectos no previstos por el desarrollo 
reglamentario o modificación de las Resoluciones 
aprobadas en lo que resulte necesario para adaptarlas al 
contenido del RAC. 

e) Administración 
ejecutora 

Administración General del Estado. Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital – Instituto de Contabilidad y 
Auditoría de Cuentas. 

f) Involucración de 
stakeholders 

Entidades de crédito, aseguradoras y sociedades de garantía 
recíproca, asociaciones representativas de intereses de 
consumidores, supervisores del mercado financiero, Comunidades 
Autónomas, autoridades de resolución financiera y las 
Corporaciones representativas de los auditores de cuentas. 

g) Principales 
impedimentos para 
las reformas y 
estrategias de 
solución para los 
mismos 

 Falta de involucración de las Administraciones implicadas, en 
particular las intermedias que pueden contribuir a su 
implementación. 

 Dificultades técnicas derivadas de la complejidad de las 
reformas que se plantean. 

h) Calendario de 
implementación de la 
reforma 

Las reformas se implementarán en el curso del 2021, salvo la 
relativa a la Caja General de depósitos, aprobada en el segundo 
semestre de 2020: 

- Autoridad de Protección del Cliente Financiero: Proyecto 
de Ley en 2021 y adopción en Cortes Generales en 2022.  

- Marco de resolución: tramitación a lo largo del segundo 
semestre de 2021.  

- Plan General de Contabilidad: reforma aplicable a los 
ejercicios que se inicien a partir del 1 de enero de 2021. 
Aprobado por Consejo de Ministros el 12 de enero de 2021 
y publicado en el BOE el 30 de enero de 2021 

- El Reglamento de Auditoría: aprobado por Consejo de 
Ministros el 12 de enero de 2021 y publicado en el BOE el 
30 de enero de 2021.  
Algunos preceptos tienen su entrada en vigor diferida como, 
por ejemplo, los requisitos de organización interna y de 
estructura de auditores que auditen entidades de interés 
público cuya entrada en vigor se difiere 18 meses. 

i) Ayudas de Estado La reforma no cuenta con presupuesto asignado. No supone ayuda 
de Estado. 
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C11.R4 Estrategia Nacional de Contratación 
Pública 

Ministerio de Hacienda 

a) Descripción de la reforma 

La reforma persigue la puesta en marcha de la Estrategia Nacional de Contratación Pública 
(“ENCP”) a la que se refiere la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público. Su contenido final está aún por determinar, toda vez que la Ley atribuye a un 
órgano colegiado interadministrativo, el Comité de Cooperación en materia de contratación 
pública, la elaboración de un primer documento que dicho órgano deberá aprobar y remitir 
como “propuesta” a la Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la 
Contratación Pública para su aprobación definitiva. No obstante, en este momento es 
posible anticipar las líneas generales sobre las que trabajará inicialmente el Comité de 
Cooperación en los próximos meses: 

a) Contratación pública estratégica: impulsarla de manera coordinada desde el Comité 
de Cooperación. 

b) Profesionalización de los compradores públicos y otros agentes intervinientes en 
la contratación pública: impulsar y coordinar en el seno del Comité de Cooperación 
la profesionalización de la contratación pública, siguiendo la línea marcada por la 
RECOMENDACIÓN (UE) 2017/1805 DE LA COMISIÓN de 3 de octubre de 2017 sobre 
la profesionalización de la contratación pública. Construir una arquitectura para la 
profesionalización de la contratación pública.  

c) Mejorar el acceso de las pymes a la contratación pública. 
d) Mejora de los datos e información disponibles sobre contratación pública: 

i. Impulsar y coordinar en el seno del Comité de Cooperación la revisión y 
mejora de los sistemas de información (Plataforma de contratación del 
sector público y equivalentes a nivel autonómico) para disponer de más 
datos y de mayor calidad, de forma que sea posible un mejor seguimiento y 
análisis de la contratación pública. 

ii. Integración del Registro Público de Contratos con la PLACSP, con el objetivo 
de permitir a los usuarios un mejor y más sencillo acceso a la información 
sobre contratos.  

iii. Impulsar la mayor integración entre el Registro Oficial de Licitadores y 
Empresas Clasificadas del Sector Público y los Registros equivalentes de las 
Comunidades Autónomas. 

e) Promover la eficiencia en la contratación pública, tanto en relación con el proceso 
de contratación (tiempos, cargas burocráticas) como en relación a los resultados 
obtenidos con la misma. 
Dentro de esta línea, se pondrá en marcha la Oficina Nacional de Evaluación (ONE), 
lo que precisará, de acuerdo con lo recogido en el art. 333.2 de la LCSP, que se 
apruebe una Orden de la Ministra de Hacienda que determine su organización y 
funcionamiento, cuya tramitación se encuentra ya iniciada y que requiere la emisión 
de diversos informes de distintos órganos, incluyendo el dictamen del Consejo de 
Estado, al tratarse de un desarrollo reglamentario. Por todo esto, se estima que la 
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Orden podría estar aprobada en septiembre de 2021 y entrar en vigor en el último 
trimestre del año. 
En cuanto a la dotación de medios personales, en la Memoria que acompaña a este 
proyecto de Orden se recoge una propuesta de Relación de Puestos de Trabajo 
consistente en la creación de una unidad técnica que estaría integrada por dos 
puestos de trabajo de nivel 29 y cuatro puestos de trabajo de nivel 26. Es precisa la 
aprobación de esta Relación de Puestos de Trabajo antes de la entrada en vigor de 
la Orden, para así contar con los efectivos necesarios a partir de ese momento.  
Junto a ello, se debe considerar el soporte que representa la dotación de recursos 
con los que cuenta la propia División de Evaluación de los Contratos de Concesión, 
de la OIReScon y cuya cobertura está en proceso en la actualidad.  
Asimismo, cabe señalar que la ONE participa en un proyecto de la Comisión Europea 
que incluye la elaboración de un documento denominado “Guía para realizar el 
informe de evaluación y validación de la rentabilidad razonable de los proyectos de 
concesión”, cuyo resultado se espera que sea un importante punto de referencia 
para la labor que debe desarrollar la ONE. 

f) Transformación digital de la contratación pública: impulso coordinado para 
culminar la plena extensión de la utilización de la contratación pública electrónica. 

g) Más seguridad jurídica y criterios claros para resolver los problemas de aplicación 
de la normativa: coordinar en el seno del Comité de Cooperación criterios de las 
Juntas Consultivas de Contratación Pública (del Estado y autonómicas).  

h) Mejora de la supervisión y control de la contratación pública: coordinación de 
criterios y metodologías utilizados por las distintas Administraciones Públicas. La 
Estrategia cubrirá aspectos relacionados con la prevención de la corrupción y las 
irregularidades en la aplicación de la legislación sobre contratación pública, sobre la 
base de un mapa de riesgos. 

b) Evidencia, análisis 
y datos que motiven 
la necesidad de la 
reforma 

La aprobación de la ENCP es una obligación legal, que se incluyó en 
nuestra legislación dada la importancia de la contratación pública 
para la economía española y la necesidad de actuar de manera 
coordinada y con objetivos comunes. La elaboración y aprobación 
de la ENCP exige la activación de un complejo esquema de 
gobernanza que ha llevado tiempo poner en marcha, motivo por el 
cual esta obligación legal no ha sido cumplida hasta la fecha. Desde 
el 21 de octubre de 2020, fecha de la última reunión del Pleno del 
Comité de Cooperación en materia de contratación pública, se puso 
en marcha la primera fase para la elaboración del documento que 
el Comité deberá someter a la aprobación de la Oficina 
Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación 
Pública. 

c) Colectivo objetivo 
de la reforma  

Por una parte, las unidades administrativas involucradas en la 
gestión, regulación y control de la contratación pública (i.e. las 
Administraciones Públicas); y, por otra, los operadores económicos 
que participan en la misma. El efecto arrastre de la contratación 
pública en la economía (dado que moviliza en torno al 10% del PIB) 
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puede sostener la aseveración de que este proyecto tiene como 
colectivo objetivo el conjunto de la economía española. 

d) Forma/s de 
implementación de la 
reforma  

Ministerio de Hacienda en coordinación con las Comunidades 
Autónomas. 

e) Administración 
ejecutora 

Ministerio de Hacienda, en colaboración con el resto de 
Administraciones Públicas. 

f) Involucración de 
stakeholders 

Administración Pública, expertos y operadores económicos. 

g) Principales 
impedimentos para 
las reformas y 
estrategias de 
solución para los 
mismos 

 La falta de recursos económicos, técnicos y humanos (con la 
cualificación técnica necesaria) en las Administraciones 
Públicas de los tres niveles territoriales. 

 El avance en las líneas generales (provisionales) apuntadas 
exige movilizar un gran volumen de recursos, y hacerlo de 
manera coordinada. 

 Además, las prioridades no siempre son compartidas por 
todos los agentes involucrados, en especial en un ámbito 
como el de la contratación pública en el que confluyen 
muchos intereses distintos. 

h) Calendario de 
implementación de la 
reforma 

En el año 2021 se prevé elaborar y aprobar la propuesta de 
Estrategia por el Comité de Cooperación. A este plazo habría que 
sumar el tiempo que requiera el trámite de aprobación por la 
OIRESCON, entidad funcionalmente independiente del Ministerio 
de Hacienda. Una vez aprobada la Estrategia, esta tendrá una 
vigencia de cuatro años (pues este es el horizonte temporal que 
establece la Ley), a lo largo del cual las líneas generales indicadas se 
deben concretar en la adopción de medidas concretas por parte de 
las distintas Administraciones Públicas. 

i) Ayudas de Estado No supone ayuda de Estado. 

 

C11.R5 Refuerzo de las capacidades 
administrativas 

Ministerio de Hacienda 

a) Descripción de la reforma 

Con el fin de diseñar adecuadamente el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, 
maximizando la transformación económica y social del país que éste persigue, es 
imprescindible transformar la forma de funcionamiento interna de las Administraciones 
Públicas que habrán de ponerlo en marcha.  

La reforma llevará aparejados los elementos necesarios para la ejecución del Plan: sistema 
de seguimiento, auditoría y control, formación y comunicación. De este modo, la reforma 
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transformará las Administraciones Públicas, con el consiguiente impacto positivo a medio y 
largo plazo a nivel económico y social. 

b) Evidencia, análisis 
y datos que motiven 
la necesidad de la 
reforma 

La necesidad de esta reforma deriva de que no resulta posible 
diseñar un buen Plan, al servicio de la transformación económica y 
social del país, sin haber transformado previamente la forma de 
funcionamiento interna de las Administraciones Públicas que habrá 
de ponerlo en marcha. 
 
El RD-Ley 36/2020 trata de mejorar la regulación administrativa 
actual, a fin de dar una respuesta más ágil a las necesidades que 
plantea el Plan. En particular, se han flexibilizado los 
procedimientos presupuestarios, con el objeto de que existan 
instrumentos ágiles y eficaces que aseguren la coordinación de 
todos los niveles de Administración, así como la participación e 
implicación de los distintos agentes económicos, políticos y 
sociales.  
 

La ejecución de un número tan importante de proyectos y reformas 
requiere de una completa y actualizada información para todos los 
agentes involucrados, en tanto que se van a suceder numerosas 
convocatorias en materias muy distintas. De ahí que sea esencial 
tanto la creación del portal web como la realización de las 
campañas de información.  
 

Asimismo, teniendo en cuenta las limitaciones en términos de 
personal especializado de la Administración, es necesario contar 
con carácter temporal, con el reforzamiento de las capacidades 
necesarias para el seguimiento y coordinación del Plan, lo que 
permitirá adoptar las decisiones más adecuadas para su completa 
y satisfactoria ejecución. 

 

c) Colectivo objetivo 
de la reforma  

Todos los agentes potencialmente interesados en el Plan: 
empresas, particulares y Administraciones públicas. 

d) Forma/s de 
implementación de la 
reforma  

Esta reforma se ha instrumentado, en primer lugar, a través del 
Real Decreto-ley 36/2020 por el que se aprueban medidas urgentes 
para la modernización de la Administración Pública y para la 
ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. 
Igualmente, teniendo en cuenta el importante papel que 
representarán tanto las comunidades autónomas como las 
entidades locales en la ejecución del Plan de Recuperación, será 
imprescindible la coordinación con el resto de Administraciones 
Públicas, a fin de contar una información completa y actualizada de 
todas las actividades que se desarrolle con cargo al plan. 
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e) Administración 
ejecutora 

Principalmente, la ejecución corresponderá al Ministerio de 
Hacienda, sin perjuicio de la participación del resto de Ministerios 
y de Administraciones Públicas en el marco de sus competencias 

f) Involucración de 
stakeholders 

La ejecución del Plan de Recuperación va a implicar a todas las 
Administraciones Públicas, incluidas CCAA y EELL. Asimismo, el Plan 
necesitará de la participación de todo el tejido económico. 

g) Principales 
impedimentos para 
las reformas y 
estrategias de 
solución para los 
mismos 

 Falta de involucración de las Administraciones implicadas, 
en particular a la hora de suministrar información 
actualizada. Se solucionará a través de los instrumentos que 
se requieran para reforzar la obligatoriedad de disponer de 
información adecuada, completa y actualizada. 

 Dificultades técnicas derivadas de la complejidad de las 
reformas que se plantean. Se pondrán en marcha las 
acciones formativas que sean necesarias para paliar esta 
circunstancia. 

h) Calendario de 
implementación de la 
reforma 

 Las principales reformas legales ya se han aprobado en el 
segundo semestre de 2020, por medio del Real Decreto-ley 
36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban 
medidas urgentes para la modernización de la 
Administración Pública y para la ejecución del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia. 

 A lo largo de la vigencia del Plan se pondrán en marcha 
todos los instrumentos adicionales que se necesiten para 
lograr un total despliegue de los efectos perseguidos con la 
reforma. 

i) Ayudas de Estado No supone ayuda de Estado. 

 

Inversiones 

C11.I1 Modernización de la Administración 
General del Estado 

Ministerio de Asuntos 
Económicos y 
Transformación Digital 

a) Descripción de la inversión 

La digitalización de la Administración Pública española contempla tres tipos de actuaciones 
al nivel del Estado, que podrían ser replicadas e integradas por las Administraciones Públicas 
territoriales: 
 
1.- Administración orientada al ciudadano 
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Esta inversión está dirigida a la mejora de los servicios públicos digitales que se prestan a 
los ciudadanos y empresas, mejorando la usabilidad, utilidad, calidad, accesibilidad, etc.; 
permitiendo desplegar gran parte de las actuaciones previstas en el eje 5 transformación 
digital del sector público de la Agenda España Digital 2025. Las actuaciones a desarrollar 
son: 
1. App Factory (Servicio de factoría para el desarrollo de App) que permita acercar los 
servicios públicos digitales a la ciudadanía. 
2. Mejora de la experiencia de usuario del ciudadano para el desarrollo de servicios públicos 
proactivos, universales, usables y accesibles. 
3. GobTechLab (Servicio de Innovación Tecnológico de la Administración General del 
Estado), que permita innovar en servicios y tecnologías a disposición para el sector público, 
así como desarrollar un tejido empresarial alrededor del mismo.  
4. Nuevo modelo de identidad digital que permita, entre otros, evolucionar e impulsar el 
nodo eIDAS español.  
 
2.- Operaciones inteligentes y Gobierno del Dato 
 
Con respecto a las Operaciones Inteligentes, esta inversión persigue mejorar la calidad, 
cantidad y eficiencia de los servicios y procesos de gestión/tramitación de las 
Administraciones Públicas, a través de la utilización de tecnologías de automatización 
inteligente, permitiendo desplegar gran parte de las actuaciones previstas en el eje 5 
Transformación digital del sector público de la Agenda España 2025. 

 

Para ello, se desarrollará un servicio transversal de automatización con diferentes 
componentes: 

 Servicio de automatización inteligente de procesos. Incorporando dos grandes 
actuaciones en este servicio:  

o Se habilitará una infraestructura transversal para alojar y ejecutar 
automatismos desarrollados por las diferentes Administraciones Públicas, 
facilitando la sostenibilidad y la creación de sinergias. 

o Se creará un servicio que permitirá desarrollar automatizaciones reutilizables 
y/o con alto impacto sobre la plataforma anterior. 

o Se desarrollarán herramientas que permitan digitalizar el flujo la tramitación 
de los expedientes de contratación, así como herramientas basadas en 
analítica de datos e Inteligencia Artificial que faciliten la gestión de los 
servicios. 

En particular cabe destacar dos iniciativas singulares que se abordarán dentro de este 
proyecto: 

 eProcurement: para desarrollar herramientas que permitan digitalizar la tramitación 
de los expedientes de contratación pública. 

 Ayudas y subvenciones: se propone desarrollar una solución específica de gestión 
de ayudas y subvenciones que, entre otras funcionalidades, permita configurar de 
forma sencilla los procesos de baremación y concesión, así como la prevención del 
fraude utilizando inteligencia artificial. 
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Con respecto al Gobierno del Dato, esta inversión tiene como objetivo la gestión eficiente 
y transparente de los datos por parte de ciudadanos y empresas, así como el desarrollo de 
servicios públicos basados en datos. Asimismo, esta iniciativa tiene relación con el 
componente 16 de Inteligencia Artificial y contribuirá, en esta misma línea y de manera 
sustancial, a desarrollar la economía del dato y la Inteligencia Artificial en España (eje 9 de 
la Agenda España 2025). 
 
Este modelo estará basado en las directrices definidas por la Oficina del Dato perteneciente 
a la Secretaría de Estado de Digitalización e Inteligencia Artificial, y tendrá en cuenta las 
recomendaciones de la Agencia Española de Protección de Datos. 
 
El objetivo es disponer de un dato de calidad, seguro, que cumpla con las normas de 
protección de datos y fomente la transparencia y su accesibilidad. Y al mismo tiempo, 
incentivar la innovación y experimentación en el uso de datos en la Administración 
mediante el desarrollo de un marco de acción para instrumentar modelos de compartición 
y transferencia de datos. 
 
3.- Infraestructuras digitales y ciberseguridad 
 
Con respecto a las infraestructuras, esta inversión persigue dotar a las Administraciones 
Públicas españolas de infraestructuras tecnológicas necesarias para su modernización, 
permitiendo la disponibilidad en cualquier circunstancia y adaptando la capacidad 
disponible a las necesidades existentes en cada momento, contribuyendo a desarrollar 
tanto la conectividad digital como la economía del dato y la Inteligencia Artificial en las 
Administraciones (Ejes 1 y 9 de la Agenda España 2025 respectivamente).  
 Servicio de infraestructuras cloud. Lanzamiento de una nube híbrida, la consolidación 

de los CPDs de los distintos departamentos ministeriales al nuevo CPD global 
(reforzando los ya existentes como el centro de Las Rozas en Madrid). Además, se 
establecerá una mayor participación de España en iniciativas de infraestructura cloud a 
nivel europeo. 

 Puesto de Trabajo Inteligente (Servicio de puesto de trabajo inteligente - moderno, 
multidispositivo y en movilidad) orientado a la movilidad y la utilización de herramientas 
colaborativas que permita mejorar la productividad de los empleados públicos. 

 
Por otro lado, con respecto a la ciberseguridad, se establecerá un Centro de Operaciones 
de Ciberseguridad para toda la Administración General del Estado y sus Organismos 
Públicos, de protección frente a amenazas de ciberseguridad, que reforzará las capacidades 
de prevención y reacción ante incidentes de seguridad e incrementará la capacidad de 
vigilancia y detección de ciberamenazas de un modo centralizado más eficiente que 
implique un ahorro significativo de dinero, esfuerzo y tiempo. Este centro ayudará a mejorar 
la seguridad de todas las entidades y facilitará el cumplimiento del Esquema Nacional de 
Seguridad al gestionar la seguridad de todas las entidades de manera centralizada. 
 

b) Evidencia, análisis y 
datos que motiven la 

La digitalización de la Administración Pública española, así como el 
impulso que el Plan Nacional de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia requiere del establecimiento de una inversión para la 
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necesidad de la 
inversión 

modernización y digitalización de la Administración que permita 
las siguientes actuaciones: 
 
1.- Administración orientada al ciudadano 
 
La encuesta realizada por el Instituto Nacional de Estadística sobre 
equipamiento y uso de tecnologías de información y 
comunicaciones en los hogares del año 2019 señala que solo el 
57,6% de la población española de entre 16 y 74 años han 
contactado o interactuado con las Administraciones o servicios 
públicos a través de internet en los 12 últimos meses por motivos 
particulares. 
 
La transformación digital de las Delegaciones de Gobierno, como 
ventanilla única de una parte muy importante de la AGE en el 
territorio, ofrece oportunidades para la mejora de los servicios 
públicos y su adaptación a las necesidades específicas del 
ciudadano y del territorio en el que éste reside y puede contribuir 
a luchar contra el reto de la despoblación. 
 
Las Delegaciones del Gobierno, además de garantizar la presencia 
de la AGE en todo el territorio, constituyen un elemento de 
carácter cohesionador e integrador para garantizar la necesaria 
unidad de acción del Gobierno en todo el país y el derecho de los 
ciudadanos a recibir los servicios en condiciones de igualdad.   
 
2.- Operaciones inteligentes y Gobierno del Dato 
 
La sociedad civil demanda a las Administraciones Públicas más y 
mayores servicios públicos sin un aumento del gasto público.  
Esta inversión debe permitir a corto plazo la mejora de los servicios 
públicos, reduciendo los tiempos de prestación de servicio a 
ciudadanos y empresas, y a medio y largo plazo la racionalización 
del gasto público, sin una merma de la calidad de los mismos. 
 
Asimismo, la consultora de análisis TIC Forrester señala que las 
empresas basadas en datos (“data driven companies”) están 
creciendo más de un 30% anual. Las organizaciones guiadas por 
datos se caracterizan por aprovechar todos los conocimientos de 
su organización para implantar ventajas competitivas vinculadas al 
desarrollo de productos y servicios de valor añadido.  
 
3.- Infraestructuras digitales y ciberseguridad 
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Se trata de un proyecto tractor de carácter horizontal 
absolutamente fundamental, que se posiciona como facilitador de 
la ejecución de todos los componentes del Plan.  
 

c) Colectivo objetivo 
de la inversión 

Empresas, población en general y Delegaciones y 
Subdelegaciones del Gobierno. 

d) Implementación de 
la inversión 

Esta inversión se abordará a través de licitaciones públicas. 

e) Administración 
ejecutora 

La Secretaría de Estado de Digitalización e Inteligencia Artificial 
(SEDIA). 

f) Tamaño y 
naturaleza de la 
inversión 

960 M€   

g) Calendario de 
implementación de la 
inversión 

Esta inversión se realizará entre los años 2021 y 2023. 

h) Ayudas de Estado No supone ayudas de estado ya que, de acuerdo con el artículo 
107.1 del TFUE, esta inversión no supone ayudas directas o 
subvenciones a empresas. En cambio, esta inversión supone la 
inversión en la modernización y digitalización de la Administración 
Pública para una mayor eficiencia, personalización y de mejora de 
la calidad del servicio. 

 

C11.I2 Proyectos 
tractores de 
digitalización de 
la Administración 
General del 
Estado 

Ministerio de Sanidad, Consumo y Bienestar Social  
Ministerio de Justicia 
Ministerio de Trabajo y Economía Social 
Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y 
Migraciones 
Ministerio de Asuntos Exteriores UE y Cooperación 

Ministerio de Defensa, Ministerio del Interior, 
Ministerios de Consumo y Bienestar Social y el 
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación 

a) Descripción de la inversión 

La digitalización es, sin duda, base de la modernización y de la mejor prestación de los 
servicios públicos. Esta inversión presenta iniciativas que, de forma conjunta, suponen un 
efecto tractor en la transformación digital de la Administración generando sinergias y valor 
tanto para el sector público como para la ciudadanía y las empresas.  
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Transformación digital Sanidad  
Esta inversión debe permitir establecer los mecanismos e infraestructuras necesarias que 
nos permitan afrontar en las mejores condiciones cualquier nueva emergencia sanitaria. 
Para ello se trabajará en tres ámbitos fundamentalmente: 
 Mejora de la interoperabilidad: el Sistema Nacional de Salud se caracteriza por la 

necesidad de cooperación entre las Comunidades Autónomas, encargadas de la 
prestación de los servicios, y el Ministerio de Sanidad, responsable de la coordinación 
en este ámbito. Es por ello por lo que la interoperabilidad constituye una de las 
prioridades para facilitar la colaboración, estableciendo para ello los mecanismos de 
coordinación organizativos, técnicos y semánticos. En el marco de este ámbito, se 
abordarán diversas iniciativas entre las que cabe destacar la implantación de 
herramientas de colaboración, el registro de vacunaciones, la evolución de la receta 
electrónica o la estandarización y gestión de los servicios del Sistema. 

 Desarrollo de nuevos servicios: este ámbito de actuación tiene como objetivo el 
desarrollo de nuevos servicios digitales. 

 Impulso a la analítica de datos y a la explotación de la información en el Sistema Nacional 
de Salud: su objetivo es potenciar la inteligencia de negocio y la explotación de la 
información. 

Adicionalmente, y en relación con el componente 18, se va a reforzar la red de centros de 
apoyo a la innovación y de transferencia de tecnología, laboratorios y centros 
demostradores, para potenciar en ellos el desarrollo de pilotos de innovación, incubadoras, 
servicios de apoyo, desarrollo de sandboxes, y otras capacidades e infraestructuras. 
 
Transformación digital de la Administración de Justicia 
La transformación digital es una de las prioridades para el Ministerio de Justicia. Este plan 
se desarrollará a través de las siguientes actuaciones: 
 
 Mejorar los servicios digitales para ciudadanía, empresas y colectivos: se persigue 

transformar y mejorar la experiencia digital de ciudadanos y operadores jurídicos en su 
relación con la Administración de Justicia, construyendo unos servicios públicos 
inclusivos, personalizados, proactivos y de calidad.  

 Disponer de un Expediente Judicial Electrónico Sostenible que permita a las distintas 
Administraciones Públicas con competencias en la justicia avanzar a una gestión judicial 
sostenible en el tiempo, adecuando la previsión de los recursos a las necesidades 
pertinentes y garantizando una Justicia digital tecnológica, ágil, interconectada y 
ecológica, así como que no suponga un freno para el acceso a la Justicia para la 
consecución del objetivo de desarrollo sostenible 16 “Paz, Justicia e Instituciones 
Sólidas”.  

 Facilitar la inmediación digital, fe pública digital y teletrabajo. 
 Inteligencia Artificial y Justicia orientada al dato: desarrollo de diferentes casos de uso 

que permitan agilizar y automatizar la gestión de asuntos judiciales, sin merma de las 
garantías en materia de protección de datos y ciberseguridad.  

 Modernización de las infraestructuras de sistemas, redes y puesto de usuario y el 
fomento de los mecanismos de interoperabilidad y ciberseguridad dentro de la 
estructura del Ministerio de Justicia y de la Administración de Justicia. 
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Así, dentro del Plan de Modernización de la Justicia (Reforma 2 – Reforma de la Justicia y la 
I2 - Proyectos de alto impacto en la digitalización del Sector Público) está previsto el 
desarrollo de las conexiones de las aplicaciones en el ámbito de Justicia, así como 
reformular los sistemas de información existentes para que sean interoperables y estén 
orientados al dato, superando la gestión a través de documentos/PDFs.  

La interoperabilidad incluirá todo el ámbito de justicia (incluyendo Abogacía del estado), así 
como Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, o cualquier otro actor con relaciones con 
la Administración de Justicia, en una interoperabilidad no sólo electrónica, basada en el 
documento, sino orientada al dato. 

 
Transformación digital en el ámbito del Empleo 
Esta inversión tiene como objetivo la transformación de la totalidad de los servicios 
relacionados con el empleo para, desde una visión holística, mejorar el servicio que se da a 
ciudadanos y empresas en todos los ámbitos relacionados. En concreto, la inversión se 
centrará en los siguientes ámbitos:  
 
 Prestaciones y reactivación del empleo: mejora de los sistemas de información que dan 

soporte al sistema de prestaciones por desempleo, y de aquellos que dan soporte a las 
políticas de reactivación del empleo 

 Servicios públicos digitales de empleo: digitalización de todos aquellos servicios públicos 
que se prestan a ciudadanos y empresas buscando la eficiencia de la Administración y 
la satisfacción del ciudadano. 

 Estadísticas y gestión del dato que permita la toma de decisiones con la información 
suficiente, así como la publicación de información de alto valor para la sociedad.  

 Lucha contra el fraude aprovechando las ventajas que ofrecen los sistemas de 
Inteligencia Artificial y análisis de datos. 

 

Otro de los ámbitos en los que la interoperabilidad resulta fundamental es el empleo. El 
Sistema Nacional de Empleo está integrado por el Servicio Público de Empleo Estatal y los 
Servicios Públicos de Empleo de las comunidades autónomas. 

Uno de los principios que la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, establece en su artículo 8 
para la organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Empleo (SNE) es el de 
transparencia en el funcionamiento del mercado de trabajo, teniendo en cuenta, como 
elementos esenciales para garantizar este principio: 

 La integración, compatibilidad y coordinación de los sistemas de información de los 
Servicios Públicos de Empleo que es una realidad desde la puesta en funcionamiento del 
sistema SISPE.  

 La existencia de un sitio común digital que posibilite el conocimiento por los ciudadanos 
de las ofertas, demandas de empleo y oportunidades de formación existentes en toda 
España, así como en el resto de los países del Espacio Económico Europeo.  

Es por ello que el presente componente incluye iniciativas para la modernización de los 
sistemas de prestaciones e intermediación / orientación de personas físicas y jurídicas. 
Entre ellas, cabe destacar la modernización de los sistemas informáticos que dan servicio a 



Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia  

 42 

las autoridades laborales, tanto del Ministerio de Trabajo y Economía Social como de las 
Comunidades Autónomas, así como la mejora y desarrollo de los sistemas que darán 
soporte al Plan de Reforma de las Políticas Activas de Empleo planteado como una reforma 
estructural del PRTR. 

 
Transformación digital en el ámbito de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones 
Esta inversión persigue evolucionar los servicios públicos del Ministerio de Inclusión, 
Seguridad Social y Migraciones, incluyendo la Gerencia de Informática de la Seguridad Social 
(en adelante GISS), para mejorar la usabilidad, utilidad, calidad, accesibilidad, etc.; 
habilitando asimismo nuevos canales y servicios más adaptados a las necesidades a las 
empresas. 
Entre otras cuestiones se avanzará en el desarrollo del modelo de gobierno de la 
información del Ministerio y GISS, así como desarrollar servicios personalizados y proactivos 
a los ciudadanos y empresas.  
 
Asimismo, estará alineada con las principales acciones definidas en el plan de inversiones 
presentado por el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones para la 
digitalización del 100% del ciclo de vida de los procesos (internos y externos), la  
implantación de un modelo data-driven, adecuándose a un modelo omnicanal, 
modernizando las infraestructuras e incrementando la cartera de servicios. 
 
Concretamente, en materia de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, la inversión se 
centrará en las siguientes cuestiones: 
 
 Asilo: Implantación de un sistema integral de gestión de los centros sociales que 

permita: hacer una gestión activa de las bases de datos para controlar la logística, flujos 
de personas y recursos asignados y disponibles hacia un enfoque data-driven, 
mejorando la efectividad de los procesos de inclusión, modernizando las 
infraestructuras e interconectando a los actores claves del proceso. 

 Migración legal y ordenada: aumentar y modernizar los servicios electrónicos internos 
y externos, con especial relevancia para la tramitación electrónica de todo el ciclo de 
vida de los procedimientos estratégicos. 

 Implantación de servicios avanzados y adaptación de servicios trasversales: los servicios 
deberán orientarse hacia el incremento del uso de los sistemas de uso compartido. 

 En el ámbito de la Seguridad Social, se avanzará en la automatización y mejora de los 
sistemas que dan soporte a los procesos de negocio del Ministerio y la GISS, 
especialmente los vinculados a la afiliación, recaudación y cotización, maximizando la 
utilización de los servicios y herramientas comunes de la Administración. 

 Interoperabilidad: en el ámbito de las competencias del Ministerio de Inclusión, 
Seguridad Social y Migraciones está previsto el desarrollo de un proyecto de 
interoperabilidad con los sistemas de la Unión Europea, para el intercambio de 
información gestionada por el INSS, así como la compartición de información con otros 
organismos y entes públicos a nivel nacional. 

 
Plan de Digitalización Consular 
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Esta inversión tiene como objetivo facilitar y potenciar el acceso a los servicios digitales de 
la Administración Pública española por parte, tanto de los españoles residentes en el 
exterior, como de la ciudadanía extranjera y, especialmente para los del resto de Estados 
miembros.  
 
Dentro del proyecto tractor de digitalización consular, lo que se ha identificado como 
ecosistema consular, destaca la sede electrónica consular como elemento central del 
mismo. El despliegue de esta nueva sede electrónica abarcará alrededor de 70 
procedimientos, los cuales estarán disponibles para su tramitación telemática por parte del 
ciudadano español en el extranjero haciendo uso de los adecuados sistemas de 
identificación y firma-e. Es por esto que su tasa de penetración en la ciudadanía tendrá una 
fuerte dependencia de la facilidad de uso de los sistemas de identificación biométrica que 
permitan el acceso a aquellos ciudadanos que no dispongan, por distintas razones, de 
identificación alguna. 
 

La nueva sede electrónica consular se apoyará en diversas herramientas que constituyen el 
Ecosistema Consular: 

 Herramientas orientadas al ciudadano: sistema de Cita Previa y Gestión de Turnos 

 Mejora en la calidad del dato e información presentada en los portales del 
Ministerio introduciendo sistemas inteligentes que sepan adaptarse a las 
necesidades del ciudadano 

 Aplicaciones orientadas a la mejora de la tramitación y gestión de solicitudes que 
permitirán agilizar los tiempos de resolución de trámites 

 Sistemas de valija electrónica que permitirá un control más cercano del envío de 
valijas y el intercambio de documentación electrónica 

 Sistema de gestión de procesos electorales que automatizaría comunicaciones con 
otros departamentos 

 Herramienta de backend integrada que facilite toda la gestión, proporcionando al 
gestor una visión única del expediente consular del ciudadano (visión 360º) donde 
resulte fácil realizar cualquier operación con él, intercomunicándose con los 
sistemas externos necesarios.  

 
Lanzadera de proyectos tractores 
En el ámbito de la transformación digital de la Administración existen dos ámbitos muy 
relevantes como son el de la seguridad interior y la agricultura. 
 
En el ámbito de la seguridad, el objetivo del Plan consiste en reforzar las capacidades de los 
organismos públicos en la prestación de sus servicios. Entre los centros sobre los que se van 
a realizar actuaciones destaca el Centro Nacional de Inteligencia (CNI), en el que se pretende 
obtener nuevas capacidades de análisis de la información y la incorporación del Big data e 
Inteligencia Artificial a los procedimientos de trabajo. Se pretende mejorar, por lo tanto, la 
eficacia y la eficiencia de los cometidos del Centro creando nuevas oportunidades en la 
industria e implementando tecnología de última generación. Algunas actuaciones del 
ámbito de la seguridad son: 
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 Despliegue y mejora de redes.  
 Actualización de infraestructuras de comunicaciones.  
 Desarrollo de servicios públicos digitales. 
 Mejora de los sistemas de información. 
 
Complementariamente y de forma transversal a todas las inversiones del presente 
componente 11, se avanzará en la definición de un nuevo modelo de identidad e 
identificación que facilite la usabilidad de los sistemas de identificación y firma digital de la 
ciudadanía. En este marco, se evolucionará la solución del DNI, entre otros, a través del 
desarrollo de una app para el DNIe en el móvil. 
 
Se desarrollarán distintas iniciativas en materia de defensa e inteligencia que permitan 
incrementar la anticipación de estos servicios, a través de la utilización de tecnologías de 
inteligencia artificial, criptografía y Big Data, y de infraestructuras de última generación, así 
como incrementar su operatividad.  
 
Por otro lado, esta inversión debe permitir aumentar la competitividad del sector agrícola 
a través de sistemas que permitan desplegar servicios públicos digitales, vinculados 
fundamentalmente a la Política Agraria Común, así como la automatización de la gestión 
interna. Entre otras actuaciones, se prevé desarrollar un sistema de información de 
explotaciones agrarias que permita al Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación la 
gestión de todas sus políticas sectoriales agrícolas y ganaderas, así como a los propios 
agricultores y ganaderos que verán simplificada su relación con la administración y podrán 
reutilizar para su gestión empresarial toda la información que sobre sus explotaciones 
disponga el sistema. Adicionalmente, y en relación con el Componente 3, se pretende 
realizar un Plan estratégico para la transformación y digitalización del sistema 
agroalimentario y la cadena logística para la promoción de grandes espacios de datos de 
alto valor que soporten la transformación digital de los sectores productivos. 
 
Por último, en el Ministerio de Consumo se abordarán medidas dirigidas a la mejora de los 
servicios públicos del Ministerio disponibles en su sede electrónica y su promoción y 
difusión para aumentar su uso por parte de los consumidores, incluyendo medidas dirigidas 
hacia la digitalización y actualización de los sistemas de información en materia de consumo 
y protección de los consumidores y del juego, así como en la automatización de los 
procedimientos de resolución de reclamaciones de consumo. 
 

b) Evidencia, 
análisis y datos 
que motiven la 
necesidad de la 
inversión 

A continuación, se hace una revisión de las casuísticas relativas a cada 
uno de los proyectos que engloba la inversión: 
 
Transformación digital Sanidad  
Resulta necesario reforzar su agilidad, eficacia y eficiencia para poder 
estar en mejor posición para afrontar futuras crisis sanitarias. 
 
Transformación digital Justicia 
La experiencia de la crisis de la COVID-19 ha puesto de manifiesto la 
necesidad de mejorar las relaciones a distancia con los ciudadanos para 
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ofrecerles servicios con plenas garantías jurídicas, así como a los 
operadores jurídicos.  
 
Transformación digital de Empleo 
Es imprescindible la actualización de los sistemas informáticos que dan 
apoyo a la gestión de las políticas activas de empleo y su adecuación a la 
reforma que está prevista en este ámbito, en el marco del Plan Nacional 
de Recuperación, Transformación y Resiliencia. 
 
Transformación digital Inclusión, Seguridad Social y Migraciones 
La pandemia de COVID-19 y sus consecuencias más notables: desempleo, 
aumento de la pobreza, etc., requiere del desarrollo de servicios públicos 
usables y accesibles que desarrollen las políticas de inclusión y 
protección social para los colectivos más desfavorecidos, así como de la 
utilización de la información para monitorizar su impacto y desarrollar 
medidas correctivas o paliativas adicionales. 
 
Por otro lado, las empresas españolas, requieren la reducción de trámites 
y cargas administrativas para el cumplimiento de sus obligaciones con la 
seguridad social, así como para la contratación de trabajadores. 
 
Plan Digitalización Consular 
Los españoles residentes en el exterior y los ciudadanos extranjeros 
cuentan con determinadas barreras para hacer uso de los servicios 
digitales, entre las que cabe destacar el idioma, la utilización de un 
lenguaje técnico-jurídico complejo, la utilización de mecanismos de 
identificación y firma digital fuertes como el certificado electrónico, etc.  
 
Asimismo, con el objetivo de mejorar y facilitar los procesos de control 
migratorio y fronterizo del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión 
Europea y Cooperación, y facilitar los tiempos y la coordinación de los 
distintos departamentos, se incluye una iniciativa para la tramitación 
íntegramente telemática del Visado de residencia y trabajo de 
profesionales altamente cualificados titulares de una Tarjeta azul-UE en 
proyectos avalados por el ICAA. 
 
Lanzadera de proyectos tractores 
La pandemia de COVID-19 ha puesto de manifiesto las carencias en 
materia de seguridad, gestión de catástrofes y prevención de nuestro 
país, siendo necesario abordar un ambicioso proceso de transformación 
digital. 
 
Por otro lado, el sector agrícola es uno de los principales tractores de la 
economía española. Asimismo, y como consecuencia de las limitaciones 
que establece la pandemia, resulta necesario desarrollar servicios 
digitales adaptados especialmente a este tipo de colectivos, 
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fundamentalmente pymes, que permitan reducir la brecha digital que les 
caracteriza. 
 
Finamente, la pandemia ha establecido nuevos hábitos y formas de 
consumo. En este sentido, resulta necesario ahondar en la digitalización 
de las actuaciones en materia de consumo, facilitando la automatización 
de resolución de reclamaciones por parte de los consumidores. 
 

c) Colectivo 
objetivo de la 
inversión 

Población en general. 

d) 
Implementación 
de la inversión 

Esta inversión se abordará a través de licitaciones públicas. 

 

e) 
Administración 
ejecutora 

Ministerios de Sanidad, Consumo y Bienestar Social, Justicia, Trabajo y 
Economía Social, Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, Asuntos 
Exteriores UE y Cooperación y Política Territorial, Función Pública, 
Defensa, Interior, y Agricultura, Pesca y Alimentación. 

f) Tamaño y 
naturaleza de la 
inversión 

1.205 M€ 

g) Calendario de 
implementación 
de la inversión 

Esta inversión se realizará entre los años 2021 y 2023. 

h) Ayudas de 
Estado 

No supone ayudas de estado ya que, de acuerdo con el artículo 107.1 del 
TFUE, esta inversión no supone ayudas directas o subvenciones a 
empresas. En cambio, esta inversión supone la inversión en la 
modernización y digitalización de la Administración Pública para una 
mayor eficiencia, personalización y de mejora de la calidad del servicio. 

 

C11.I3 Transformación Digital y Modernización 
del Ministerio de Política Territorial y 
Función Pública y de las 
Administraciones de las CCAA y las EELL 

Ministerio de Política 
Territorial y Función 
Pública 

 

a) Descripción de la inversión 

A través de esta inversión se abordan proyectos de modernización en el ámbito de las 
Administraciones de las Comunidades Autónomas y de los Entes Locales, así como del 
propio Ministerio de Política Territorial y Función Pública, que mejorarán tanto los procesos 
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y procedimientos administrativos como las competencias digitales y los recursos 
disponibles, para mejorar la atención a la ciudadanía y contribuir activamente al éxito de las 
políticas públicas destinadas a las grandes transformaciones de España (transformación 
digital, transformación medioambiental, cohesión social y cohesión territorial). 
 
Las iniciativas de inversión para la trasformación digital del Ministerio de Política Territorial 
y Función Pública por áreas de actividad irán orientadas: 

 En Función Pública se dirigen a la mejora de la gestión y gobernanza del Registro 
Central de Personal.  

 En Gobernanza Pública las iniciativas se orientan a la modernización del catálogo de 
procedimientos para la transformación digital, habilitación de una nueva plataforma 
tecnológica de conocimiento que de soporte a la atención ciudadana, el refuerzo de 
registros electrónicos, la mejora de la accesibilidad del Portal de Transparencia de la 
AGE, el fomento del gobierno abierto inclusivo en entorno digital; la plataforma 
digital para procesos de calidad e innovación o la atracción de talento digital. 

 En el ámbito del Mutualismo administrativo las iniciativas de inversión supondrán la 
potenciación de canales de tramitación a través de AppMóvil, la digitalización de 
nuevos procedimientos y la modernización de aplicaciones de servicio a la 
ciudadanía. 

 En la Oficina de Conflicto de Intereses las inversiones se centran en la digitalización 
de la gestión de incompatibilidades de Altos Cargos y del personal de la AGE y en el 
refuerzo de las actividades de información, sensibilización y formación en materia 
de conflictos de intereses e integridad pública con la creación de un portal de la 
Oficina de conflicto de intereses. 

 En la capacitación y formación de empleados públicos las iniciativas de inversión se 
orientan a la mejora de la gestión de los procesos selectivos, la innovación y 
digitalización del aprendizaje y la formación. 

 
Dentro de este componente se aborda el Impulso de la Transformación Digital del MPTyFP 
y Modernización de las Comunidades Autónomas y Entidades Locales de forma coherente 
y coordinada con las inversiones realizadas a nivel transversal por la Administración General 
del Estado; de acuerdo con los criterios de consistencia e impacto esperados por la Comisión 
Europea. 
 
Esta cantidad estará dirigida a avanzar en la modernización y transformación digital de las 
Administraciones Públicas (AAPP). Así, 30 millones irán destinados a la Administración 
General del Estado (AGE), 578,6 millones a las CCAA y 391,4 millones a las EELL. 
 
La inversión se orientará a las siguientes líneas estratégicas de actuación, alineadas con la 
Estrategia Digital 2025, el Plan de Digitalización de la Administración Pública, y otras 
acciones de modernización dirigidas al sector público: 
 

 Administración orientada al ciudadano. La línea tiene como objetivo la mejora de los 
servicios públicos que se prestan a los ciudadanos y empresas, mejorando la 
usabilidad, utilidad, calidad, accesibilidad, movilidad de los servicios públicos 
digitales, la modernización de los procesos y la capacitación.  
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 Operaciones inteligentes. Mejorar la calidad, cantidad y eficiencia de los servicios y 
procesos de gestión/tramitación de las Administraciones públicas regionales y 
locales, a través de la utilización de tecnologías de automatización inteligente 
(Robotic Process Automation, Artificial Intelligence, etc.). El objetivo es desarrollar 
servicios de automatización de procedimientos y procesos con diferentes 
componentes. 

 Gobierno del dato. Democratizar el acceso a los datos por parte de ciudadanos, 
empresas y empleados públicos (one click-less), permitiendo el libre acceso a la 
información y su replicabilidad eliminando formularios y potenciando la agilidad y 
rapidez, la habilitación de los datos para el desarrollo de servicios digitales de alto 
valor añadido orientados al ciudadano. 

 Infraestructuras digitales. Dotar a las Administraciones Públicas españolas de 
infraestructuras tecnológicas necesarias para su modernización, permitiendo la 
disponibilidad en cualquier circunstancia y adaptando la capacidad disponible a las 
necesidades existentes en cada momento, contribuyendo a desarrollar tanto la 
conectividad digital como la economía del dato y la Inteligencia Artificial en las 
Administraciones. 

 Ciberseguridad. Garantizar la seguridad de las infraestructuras, comunicaciones y 
servicios digitales prestados por las Administraciones Públicas regionales y locales.  
En esta línea pueden recogerse los servicios de seguridad destinados a proporcionar 
protección a la Administración regional y/o local correspondiente y mejorar sus 
capacidades de prevención, detección y respuesta ante incidentes de 
ciberseguridad. 
 

b) Evidencia, 
análisis y datos 
que motiven la 
necesidad de la 
inversión 

La transformación digital de las Administraciones Públicas prevista en la 
Agenda España Digital 2025 pasa porque ésta llegue a todos los niveles 
de la Administración. Esta inversión incluye el compromiso de 
transformación de la relación digital con ciudadanía y empresas 
mediante la modernización de los servicios digitales prestados por las 
Administraciones Públicas. 

c) Colectivo 
objetivo de la 
inversión 

Ministerio de Política Territorial y Función Pública, Comunidades 
Autónomas y Entidades Locales.  

d) 
Implementación 
de la inversión 

Esta inversión se implementará a través de las correspondientes 
licitaciones públicas y encargos de gestión que articulen las distintas 
Administraciones destinatarias de los fondos. 

Para la gobernanza y distribución de los fondos con destino en las 
Administraciones autonómicas y locales se empleará un modelo de co-
gobernanza entre los órganos del Ministerio de Política Territorial y 
Función Pública, la coordinación técnica de la Secretaría General de 
Administración Digital, y la participación con las Administraciones 
autonómicas a través de la Comisión Sectorial de Administración 
Electrónica (CSAE) y sus grupos de trabajo. 
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La territorialización y el reparto de los fondos entre las CCAA se realizará 
a través de un Acuerdo de la Conferencia Sectorial de Administración 
Pública (CSAP). 

El reparto de los fondos a las EELL se articulará por medio de una 
convocatoria de las subvenciones destinadas a la financiación de los 
proyectos, de conformidad con los criterios generales y técnicos de 
elegibilidad que se definan en las bases. Los criterios de reparto serán 
informados por la Comisión Nacional de Administración Local. 

e) 
Administración 
ejecutora 

Ministerio de Política Territorial y Función Pública, Comunidades 
Autónomas y Entidades Locales. 

f) Tamaño y 
naturaleza de la 
inversión 

1.000 M€. Esta cantidad estará dirigida a avanzar en la modernización y 
transformación digital de las Administraciones Públicas (AAPP). Así, 30 
millones irán destinados a la Administración General del Estado (AGE), 
578,6 millones a las CCAA y 391,4 millones a las EELL. 

g) Calendario de 
implementación 
de la inversión 

Esta inversión se realizará entre los años 2021 y 2023. 

h) Ayudas de 
Estado 

No supone ayudas de estado ya que, de acuerdo con el artículo 107.1 del 
TFUE, esta inversión no supone ayudas directas o subvenciones a 
empresas. En cambio, esta inversión supone la inversión en la 
modernización y digitalización de la Administración Pública para una 
mayor eficiencia, personalización y de mejora de la calidad del servicio. 

 

C11.I4 Plan de Transición Energética en 
la Administración General del 
Estado 

Ministerio para la 
Transición Ecológica y el 
Reto Demográfico 

a) Descripción de la inversión 

El plan tiene como objetivo promover el ahorro y la eficiencia energética y fomentar la 
utilización de energías de origen renovable en los edificios e infraestructuras, así como 
impulsar la movilidad sostenible. 

Su ámbito de aplicación comprenderá la Administración General del Estado, sus organismos 
y entidades públicas. 

Para ser seleccionados, los proyectos deberán conseguir un ahorro mínimo de energía 
primaria del 30% mediante la realización de medidas de mejora de la eficiencia energética 
y la utilización de energías renovables. Se priorizará que estos proyectos tengan una amplia 
distribución territorial que garantice el impacto energético en todo el territorio nacional, 
especialmente en las zonas de la España despoblada al objeto de que sirvan como elemento 
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de dinamización económica del territorio y se alcance una mayor cohesión social. 
Comprenderá las siguientes líneas de actuación: 

1. Ahorro y eficiencia energética 

Renovación energética de la superficie de los edificios con el fin de aumentar el número de 
edificios con alta calificación energética y, en particular, los edificios de consumo de energía 
casi nulo. Se tendrá en consideración la normativa sobre accesibilidad vigente. 

De esta forma, se pretende mejorar el porcentaje de los edificios que forman parte del 
parque de edificios de la AGE que tengan una calificación energética A o B para el indicador 
global de emisiones de dióxido de carbono. Actualmente, el 10 % de los edificios que forman 
parte del parque tiene una calificación A o B y solo un 1,9 % es de clase A. 

Las actuaciones subvencionables deben encuadrarse en una o varias de las siguientes 
tipologías: 

- Mejora de la eficiencia energética de la envolvente térmica del edificio (aislamiento 
térmico de fachadas, ventanas, cubiertas y medidas bioclimáticas). 

- Mejora de la eficiencia energética de las instalaciones de iluminación. 

La verificación del ahorro de energía primaria y de la reducción de emisiones de CO2 se 
realizará tanto ex ante como ex post, según los casos. Cuando se trate de edificios se 
comparará el certificado de eficiencia energética del edificio antes y después de la 
actuación, ya que a través del cual se cuantifican los resultados energéticos obtenidos. Estos 
certificados están regulados por el Real Decreto 235/2013, de 5 de abril, y deben estar 
registrados en el órgano competente de la comunidad autónoma que también realiza su 
inspección y control, y serán emitidos por técnicos competentes. 

Asimismo, el plan incentivará las renovaciones en infraestructuras públicas consumidoras 
de energía distintas a los edificios, mediante la realización de actuaciones de ahorro y 
eficiencia energética que consigan reducciones del consumo de energía primaria como 
mínimo del 30%, respecto a su situación inicial. La verificación del ahorro de energía 
primaria y de la reducción de emisiones de CO2 se realizará tanto ex ante como ex post, 
según los casos. 

En aquellas actuaciones de reforma o renovación de edificios o infraestructuras que 
contemplen alcances significativamente más amplios que el energético (mejoras 
estructurales, accesibilidad, etc.), solo serán elegibles a cargo de este presupuesto las 
actuaciones estrictamente vinculadas a la mejora energética. Por ello, deberán, en su caso, 
diferenciarse claramente las partidas o conceptos en la documentación de contratación y 
certificación de obra.  

Para esta línea de actuación, se propone seleccionar como campo de intervención el 026bis, 
puesto que supone la renovación de la eficiencia energética o medidas de eficiencia 
energética relativas a infraestructuras públicas, logrando a) por término medio, una 
renovación de al menos un grado de profundidad intermedia, tal como se define en la 
Recomendación (UE) 2019/786 de la Comisión relativa a la renovación de edificios, o b) por 
término medio, una reducción de al menos un 30 % de las emisiones directas e indirectas 
de gases de efecto invernadero en comparación con las emisiones ex ante. Como se ha 
indicado anteriormente, se garantiza el cumplimiento de estos criterios mediante el 
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establecimiento ex ante del criterio energético como obligatorio para la selección de la 
actuación, y la verificación mediante la certificación energética emitida de acuerdo con la 
normativa aplicable. 

2. Energías renovables 

Se promoverá la implantación de sistemas de autoconsumo de energía solar fotovoltaica, o 
aquellas energías renovables que resulten viables según la ubicación, en las instalaciones 
de la Administración General del Estado, incluidas instalaciones de almacenamiento detrás 
del contador asociadas a instalaciones de autoconsumo eléctrico 

Se sustituirán las instalaciones de calefacción, climatización, refrigeración, ventilación o 
agua caliente sanitaria, alimentadas por combustibles fósiles por instalaciones alimentadas 
por fuentes de origen renovable (solar, eólica, biomasa, biogás, geotermia, bomba de calor 
etc.). En ningún caso serán elegibles nuevas calderas que empleen combustibles fósiles, 
aunque éstos supongan una reducción de emisiones de gases de efecto invernadero 
respecto a la situación de partida. 

Para esta línea de actuación, se propone seleccionar como campo de intervención el 029 
(Energía renovable: solar), puesto que, si bien se pueden recoger distintas fuentes de 
energía renovable, es probable que la solar sea la más significativa dado el extenso potencial 
en todo el territorio nacional, así como su capacidad de abordar tanto la faceta eléctrica 
como la térmica. No obstante, cualquiera de los campos de intervención relativos a otras 
fuentes renovables hubiera mantenido la misma contribución climática que el campo 029 
seleccionado. 

En el caso de aquellas actuaciones puntuales ligadas a biomasa para usos térmicos, para ser 
seleccionados, los proyectos deberán conseguir o cumplir los requisitos relativos a “grandes 
reducciones de gases de efecto invernadero” de acuerdo con la Directiva (UE) 2018/2001. 

3. Movilidad Sostenible 

Se elaborarán Planes de Transporte al Centro Trabajo (PTT) y se implantarán las medidas 
que se deriven de estos. 

También se promoverá la renovación de la flota de vehículos públicos (Parque Móvil del 
Estado y flotas de vehículos de los diferentes Ministerios y su sector público institucional) 
hacia vehículos con etiquetado oficial de cero emisiones. Asimismo, se fomentará la 
instalación de puntos de recarga para vehículos eléctricos en edificios públicos, 
contribuyendo por tanto al despliegue de infraestructura de recarga por todo el territorio. 
En este caso, el campo de intervención seleccionado es 073 infraestructura de transporte 
urbano limpio, ya que hace referencia a la adquisición de vehículos eléctricos, así como 
infraestructura de recarga para estos. 
Las actuaciones subvencionables anteriores suponen un 100% de contribución climática ya 
que únicamente son elegibles en lo que respecta a la eficiencia energética, la utilización de 
energías renovables y el impulso de la movilidad sostenible. 
Si bien se hace una estimación inicial del reparto presupuestario entre las distintas líneas 
de actuación en esta inversión, esta es variable en función de la selección de los proyectos 
más adecuados en cada caso. No obstante, un reparto efectivo del presupuesto de esta 
Inversión distinto al planteado en la ficha mantiene el 100% de contribución climática, 
puesto que los tres campos de intervención seleccionados tienen esta contribución. 
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La contribución a los objetivos climáticos vinculada a los campos de intervención señalados 
anteriormente se establece como criterio obligatorio en la selección de los proyectos, y se 
incluye como condición en los acuerdos interdepartamentales que regulan la disponibilidad 
de los créditos y la ejecución de las inversiones. 
 

b) Evidencia, análisis y 
datos que motiven la 
necesidad de la 
inversión 

Las Administraciones Públicas, y de forma especial la 
Administración General del Estado, deben ejercer un papel 
ejemplarizante en la transición energética del sector público 
contribuyendo a una economía climáticamente neutra, lo que 
repercutirá en un mayor ahorro económico y, por ende, en el uso 
más racional de los recursos públicos. 

Por esta razón se trata de actuar sobre los dos usos principales de 
la energía en el sector público: los edificios e infraestructuras 
consumidoras de energía y la movilidad. El consumo de energía 
atribuido a los edificios de la Administración General del Estado es 
significativo y asciende a 1.024 GWh anuales. También se debe 
actuar también sobre la movilidad de los trabajadores del sector 
público de forma que adopten los modos de transporte menos 
consumidores de energía y que su flota de vehículos sea de alta 
eficiencia energética, de manera que este sector avance también 
hacia la descarbonización. 

c) Colectivo objetivo 
de la inversión 

Administración General del Estado y sector público institucional. 

Se beneficiarán de ello mediante el efecto tractor sobre la 
economía las empresas proveedoras de los equipos y servicios a 
contratar, así como la ciudadanía, que contará con servicios e 
instalaciones públicas más eficientes y modernizadas. 

d) Implementación de 
la inversión 

Contratación pública de las actuaciones objeto de esta inversión. 

La selección de las actuaciones la realizará el Ministerio para la 
Transición Ecológica y el Reto Demográfico teniendo en cuenta 
diferentes criterios: eficiencia energética e implantación de 
energías renovables, madurez del proyecto, integración en planes 
estratégicos sectoriales, grado de innovación e impacto territorial, 
primando la contribución a la cohesión económica y social. 

En concreto, se llevarán a cabo actuaciones en infraestructuras 
asociadas a los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado 
distribuidas por todo el territorio, con un peso específico en las 
zonas menos pobladas, contribuyendo así a dar respuesta al reto 
demográfico.  

La transferencia interna de créditos se formalizará mediante 
acuerdos interdepartamentales que enumeren las actuaciones a 
realizar.  
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Se establecerá un grupo de seguimiento interdepartamental 
integrado por los Ministerios beneficiados, con funciones de 
coordinación y seguimiento de las actuaciones, seguimiento en 
materia presupuestaria de los créditos, así como coordinación de 
criterios comunes que garanticen el cumplimiento de los criterios 
energéticos. 

e) Administración 
ejecutora 

Definición de los criterios y selección de las actuaciones: Ministerio 
para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico a través de la 
Secretaria de Estado de Energía y el Instituto para la Diversificación 
y Ahorro de la Energía. 

Una vez valoradas y seleccionadas las actuaciones, serán los 
departamentos ministeriales correspondientes de los que 
dependan los edificios, infraestructuras o vehículos objeto de las 
inversiones, los encargados de llevar a cabo la contratación y 
ejecución de las actuaciones. 

Para el seguimiento y justificación de la ejecución de las 
actuaciones, las Subsecretarías de los departamentos ministeriales 
designarán a un responsable con cargo de Director General o 
equivalente. 

f) Tamaño y 
naturaleza de la 
inversión 

1.070,7 millones de euros. 

Se trata de inversión principalmente en capital fijo (infraestructura 
y edificación pública) así como en capital natural (todas las 
actuaciones contribuyen a la reducción de emisiones de gases de 
efecto invernadero). Así mismo, se considerarán también costes 
elegibles los honorarios profesionales, redacción de proyectos, 
dirección facultativa, certificados de eficiencia energética, planes 
de transporte al trabajo y otros documentos técnicos derivados de 
la realización de actuaciones de eficiencia energética y/o 
renovables presentados. 

g) Calendario de 
implementación de la 
inversión 

2021-2023 

h) Ayudas de Estado No aplica al tratarse de actuaciones de agentes (Administraciones 
públicas) que no llevan a cabo actividades económicas. En el caso 
concreto de instalaciones de autoconsumo, se tendrá en cuenta en 
el diseño de las ayudas lo contemplado en la guía 
“Investment/operation aid for energy from renewable sources, 
including renewably sourced hydrogen production” relativo a un 
uso mínimo (80%) de electricidad para autoconsumo. 
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C11.I5 Transformación de la 
Administración para la Ejecución 
del PRR 

Ministerio de Hacienda 

a) Descripción de la inversión 

La implementación del Plan en toda la AGE y en el resto de Administraciones Públicas 
participantes, particularmente CCAA y EELL, necesita de una auténtica transformación de 
su forma de funcionamiento y organización. Por ello, esta inversión y las actuaciones en ella 
contenidas se consideran imprescindibles para un correcto funcionamiento del Plan. Esta 
inversión conlleva tanto acciones de carácter organizativo como formativas y de 
comunicación. Igualmente, esta inversión es el complemento necesario de la R5 anterior, a 
fin de lograr una completa transformación de la Administración que logre una ejecución 
óptima del Plan. 

b) Evidencia, análisis y 
datos que motiven la 
necesidad de la 
inversión 

La ejecución del Plan en toda la AGE y en el resto de 
Administraciones Públicas participantes, particularmente CCAA y 
EELL, necesita de una auténtica transformación de su forma de 
funcionamiento y organización. Con estas medidas se pretende 
hacer frente a las necesidades horizontales de adecuación de 
dichas AAPP a las características del Plan y los retos que su 
implantación conlleva, que implican un cambio en la cultura 
organizativa de las actuales AAPP. Esta transformación perdurará 
en el tiempo y desplegará una serie de efectos positivos no sólo en 
la propia Administración en sus distintos niveles como ejecutora 
del Plan, sino sobre la economía y la sociedad españolas en su 
conjunto. Por ello, esta inversión y las actuaciones en ella 
contenidas se consideran imprescindibles para un correcto 
funcionamiento del Plan, ya que deben incorporarse como parte 
ineludible e intrínseca del mismo en tanto que alcanzan a 
capacidades de las que la Administración española carece en la 
actualidad –particularmente por la novedad y magnitud de las 
actuaciones contempladas en el Plan. Se incluirán aquí las 
siguientes actuaciones: 

• El desarrollo e implementación de un sistema de 
información en el que participarán todos los órganos y entidades 
que participen en la ejecución del Plan. La implantación de este 
sistema desplegará efectos muy positivos en el medio y largo 
plazo. Se trata de un sistema que va a permitir efectuar un 
seguimiento del cumplimiento de los hitos y objetivos definidos en 
el Plan. Esto supone un cambio en la forma de gestionar, pasando 
a un sistema de gestión por objetivos. Por lo tanto, su implantación 
permitirá efectuar una transformación en la forma de 
funcionamiento de la Administración, propiciando una cultura 
administrativa orientada a la gestión por objetivos tanto en la 
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gestión de fondos europeos, como también en el propio proceso 
de presupuestación nacional.  

• Actividades encaminadas a reformar y modernizar la 
forma de trasladar la información a la ciudadanía, a empresas, 
administraciones, centros de investigación y a los distintos agentes 
beneficiarios, contribuyendo a la necesaria transformación de los 
canales de comunicación utilizados para la implementación del 
plan. La ejecución de un número tan importante de proyectos y 
reformas requiere de una completa y actualizada información para 
todos los agentes involucrados, en tanto que se van a suceder 
numerosas convocatorias en materias muy distintas. 

De ahí que sea esencial la creación de portales web que centralicen 
toda la información y sirvan de punto de contacto. Por un lado, 
hará que la información alcance un mayor número de 
destinatarios, lo que provocará un aumento de la capacidad para 
atraer beneficiarios para las distintas actuaciones contempladas 
en el Plan; en la práctica, esto redundará en un aumento de la 
competitividad y, en consecuencia, un mejor aprovechamiento del 
Plan y una mayor absorción de los recursos. Por otro lado, la 
creación de portales contribuirá a aumentar la transparencia en el 
uso de los recursos del MRR, al disponer la ciudadanía de un punto 
de información donde poder acudir para obtener información 
sobre el Plan Nacional.  

Adicionalmente, será necesario llevar a cabo otras actuaciones que 
persigan el mismo objetivo de acercar el Plan a la sociedad, dentro 
de la línea anteriormente mencionada de modernización y 
refuerzo de los canales de comunicación actualmente existentes. 

• Asimismo, para dar respuesta a las especificidades en 
materia de seguimiento, auditoría y control de las normas de 
funcionamiento del MRR, y teniendo en cuenta las limitaciones en 
términos de personal especializado de la Administración, es 
necesario contar, con carácter temporal, con el reforzamiento de 
las capacidades administrativas necesarias, lo que permitirá 
adoptar las decisiones más adecuadas para la completa y 
satisfactoria ejecución. De esta forma, ha sido precisa la creación 
de diversas unidades con carácter temporal, que permitan 
asegurar la correcta ejecución del Plan. Hay que destacar que su 
existencia está ligada a la vigencia del mismo, de tal forma que 
tales unidades dejarán de existir cuando el Plan finalice, y no se 
transformarán en un gasto estructural, en la medida en que se 
llevará cabo un plan de “desmantelamiento” de estas unidades 
antes mencionadas, que supondrá la recolocación de sus efectivos 
en otras unidades de la Administración, con cargo a la tasa de 
reposición de efectivos de la Administración Pública, minorándola. 
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No obstante, es preciso señalar que estas nuevas estructuras 
temporales se han dotado con el personal mínimo e 
imprescindible. En consecuencia, cabe prever la necesidad de 
realizar contrataciones externas de carácter temporal que 
puntualmente puedan reforzar las estructuras creadas. 

• Es preciso llevar a cabo actividades de formación que 
permitan, en un periodo de tiempo reducido, trasladar la 
información necesaria a todas aquellas personas que vayan a 
participar en el seguimiento y ejecución del Plan. Se estima que, a 
lo largo de la vigencia del Plan, las actividades formativas podrían 
alcanzar hasta unas 3.500 personas, teniendo en cuenta que habrá 
que formar a personal de todos los niveles de la Administración y 
de todas las Administraciones Públicas participantes en el mismo, 
tanto AGE, como administración de las CCAA y EELL, en tanto en 
cuanto en la ejecución del Plan participan todos ellos. 

c) Colectivo objetivo 
de la inversión 

Administraciones públicas y población en general. 

d) Implementación de 
la inversión 

Esta inversión se abordará, por un lado, a través de contratación 
pública, y por otro, a través de la creación de nuevas estructuras 
de personal de carácter temporal, vinculadas a la duración del 
propio Plan. 

e) Administración 
ejecutora 

Ministerio de Hacienda 

f) Tamaño y 
naturaleza de la 
inversión 

79,785 millones de euros. 

 

g) Calendario de 
implementación de la 
inversión 

2021-2026 

h) Ayudas de Estado No supone ayudas de estado ya que, de acuerdo con el artículo 
107.1 del TFUE, esta inversión no supone ayudas directas o 
subvenciones a empresas. 

 

4. Autonomía estratégica y seguridad  

En materia de transición digital, el componente responde a una Europa más unida y 
resiliente mediante reformas e inversiones que permitan desplegar la acción de la 
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Administración española de una forma más ágil, sencilla, eficaz y eficiente, así como 
conectada y cohesionada con Europa.  

En el ámbito de la seguridad, cabe destacarla inversión 5 Ciberseguridad, que pretende 
dotar a España de un servicio de seguridad gestionada destinado a proporcionar protección 
a la Administración General del Estado y mejorar sus capacidades de prevención, detección 
y respuesta ante incidentes de ciberseguridad, buscando sinergias con otros organismos 
europeos en esta materia.  

Todo ello garantiza una modernización de los sistemas de seguridad para eliminar amenazas 
externas, agilizar el modelo de prestación de servicios y adaptarse a los diferentes cambios 
en normativa con agilidad y eficacia. 

En materia de transición energética, el componente se alinea con el Plan Nacional Integrado 
de Energía y Clima (PNIEC) y sus compromisos, siendo uno de sus retos la seguridad 
energética y la reducción de la dependencia energética del exterior.  

La ejecución de este Plan ayudará a transformar el sistema energético hacia una mayor 
autosuficiencia energética en la Administración General del Estado, sobre la base de 
aprovechar de una manera eficiente el potencial renovable existente en nuestro país, y una 
reducción del consumo en edificios e infraestructuras.  

Asimismo, las actuaciones incidirán de manera positiva en la seguridad energética nacional 
al disminuir de manera significativa la dependencia de unas importaciones de combustibles 
fósiles que suponen una elevada factura económica y que está sometida a factores 
geopolíticos y a una volatilidad elevada en los precios. 

Por último, en línea con lo previsto en el PNIEC y en la Estrategia de Almacenamiento 
Energético, el componente apuesta por la aceleración de la transición energética en la AGE 
mediante inversiones verdes, entre las que se encuentran las instalaciones de generación 
de energía renovable y la utilización de las tecnologías de almacenamiento energético, 
siendo esta una opción idónea para aumentar la seguridad del suministro, reducir la 
dependencia energética del exterior y aumentar la generación distribuida, acercando la 
generación a los puntos de consumo. 

 

5. Proyectos transfronterizos y multi-país  

El componente pretende aumentar el uso de los servicios públicos digitales como es el 
reconocimiento de la identidad digital transfronteriza, facilitando el acceso a los servicios 
públicos digitales tanto a ciudadanos como empresas de todos los estados miembros. Es 
por ello que las inversiones prevén la evolución del Nodo eIDAS español como elemento de 
interoperabilidad para que se conecte tanto con los servicios electrónicos y los sistemas de 
identificación nacionales, como con los nodos correspondientes de otros Estados 
miembros, y permita así el reconocimiento de identidades electrónicas emitidas por otros 
países de acuerdo con el Reglamento eIDAS (UE) No 910/2014. 

Ello se adaptará de acuerdo al marco europeo de interoperabilidad, el cual se pretende 
trasladar con las actuaciones que se desarrollan en el Componente. 
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Asimismo, se pretende desarrollar, mantener y promover instrumentos que apoyan la 
interoperabilidad, es decir, herramientas, marcos, directrices y especificaciones, que son 
necesarias para lograr la interoperabilidad a nivel nacional y transfronterizo, como es el caso 
de la clasificación ESCO, que determina y categoriza las capacidades, competencias, 
cualificaciones y ocupaciones pertinentes para el mercado laboral y la educación y 
formación en la UE, el Single Digital Gateway o el intercambio de evidencias a nivel europeo.  

Por último, este componente impacta igualmente en la calidad de los datos en la medición 
de los ODS, ya que la interoperabilidad permite la construcción y adopción de un marco 
común que facilite esquemas de cooperación coordinados y coherentes entre las 
instituciones estadísticas oficiales, y los sectores/entidades que producen datos o son 
usuarios de los mismos, para consolidar fuentes de datos que brinden un soporte efectivo 
al diseño de políticas. 

 

6. Contribución del componente a la transición ecológica  

La inversión C11.I4, a través de la mejora de la eficiencia energética, la incorporación de las 
energías renovables y la movilidad sostenible contribuye en un 100% al objetivo de 
mitigación de cambio climático. 

Las actuaciones subvencionables suponen un 100% de contribución verde ya que 
únicamente son elegibles las medidas que mejoran la eficiencia energética y promueven la 
utilización de energías renovables. Están excluidas de ayudas las medidas de rehabilitación 
edificatoria en general o la reforma de instalaciones que no sean específicamente 
energéticas como, por ejemplo, las que tengan como objetivo principal: accesibilidad, 
seguridad estructural, habitabilidad, etc. 

En las inversiones destinadas a rehabilitación de edificios o mejora de eficiencia de 
infraestructuras públicas, los criterios de selección de los proyectos garantizarán que, en 
conjunto, se logre al menos una renovación de intensidad media-alta de acuerdo con la 
Recomendación de la Comisión (UE) 2019/786, e implicará, por tanto, al menos una 
reducción de consumo de energía primaria del 30%. 

El resto de las potenciales inversiones objeto de esta inversión son instalación de 
generación renovable integrada en edificios e infraestructuras, así como sustitución de 
vehículos contaminantes por vehículos con etiquetado oficial de cero emisiones, lo cual 
garantiza una contribución climática del 100% para esta inversión. 

 

7. Contribución del componente a la transición digital 

Este componente contribuirá fundamentalmente a la transición digital de nuestro país, 
permitiendo la modernización de la Administración. 

Complementariamente, tiene un carácter habilitante de las políticas y servicios públicos de 
las Administraciones, así como del resto de componentes que conforman el Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia. Este componente, por tanto, lidera la ejecución 
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del despliegue del resto de componentes, actuando como canal vertebrador de la 
digitalización, modernización y adecuación tecnológica, entre los que se pueden destacar la 
colaboración con el Componente 15 de Conectividad digital, impulso a la ciberseguridad y 
despliegue del 5G, el Componente 16 de Inteligencia Artificial o el Componente 18 para la 
innovación y de transferencia de tecnología en materia sanitaria, recogidos en el presente 
documento. 

Así, mejorar la accesibilidad de los servicios públicos digitales y favorecer la eficiencia y 
eficacia de los empleados públicos, permitirá contar con más medios para la consecución 
de los objetivos del cambio climático, medioambiente, transición digital, salud pública, 
cohesión, etc., perseguidos por el Plan Nacional de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia. 

Asimismo, el componente también contribuirá a la transición digital a través del Plan para 
la Transición Energética en la AGE mediante la inversión en digitalización en edificios, por 
ejemplo, mediante la inversión en sistemas de gestión y control de sus instalaciones, que 
permitan analizar las variables de funcionamiento de los edificios (ocupación, soleamiento, 
precio de la energía, generación renovable), para optimizar su funcionamiento, reduciendo 
su consumo energético. 

En el ámbito de la movilidad urbana sostenible, se contempla el desarrollo de sistemas 
destinados reducir el impacto energético originado por los desplazamientos a los puestos 
de trabajo, por ejemplo, mediante el desarrollo de aplicaciones informáticas que permitan 
compartir coche a trabajadores que realizan el mismo trayecto, o mediante proyectos de 
gestión de flotas y de rutas inteligentes. 

 

8. Principio “Do not significant harm” 

C11.R1 

Indique cuáles de los siguientes 
objetivos medioambientales 
requieren una evaluación sustantiva 
según el principio DNSH de la medida 

Sí No Si ha seleccionado "No" explique los motivos 

Mitigación del cambio climático   X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Adaptación al cambio climático   X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Uso sostenible y protección de los 
recursos hídricos y marinos 

  X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Economía circular, incluidos la 
prevención y el reciclado de residuos 

 

X  La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre 
el objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Prevención y control de la 
contaminación a la atmósfera, el agua 
o el suelo 

 

 X  La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre 
el objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 
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Protección y restauración de la 
biodiversidad y los ecosistemas 

  X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

C11.R2 

Indique cuáles de los siguientes 
objetivos medioambientales 
requieren una evaluación sustantiva 
según el principio DNSH de la medida 

Sí No Si ha seleccionado "No" explique los motivos 

Mitigación del cambio climático   X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Adaptación al cambio climático   X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Uso sostenible y protección de los 
recursos hídricos y marinos 

  X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Economía circular, incluidos la 
prevención y el reciclado de residuos 

 

X  La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre 
el objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Prevención y control de la 
contaminación a la atmósfera, el agua 
o el suelo 

 

 X  La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre 
el objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Protección y restauración de la 
biodiversidad y los ecosistemas 

  X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

C11.R3 

Indique cuáles de los siguientes 
objetivos medioambientales 
requieren una evaluación sustantiva 
según el principio DNSH de la medida 

Sí No Si ha seleccionado "No" explique los motivos 

Mitigación del cambio climático   X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Adaptación al cambio climático   X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Uso sostenible y protección de los 
recursos hídricos y marinos 

  X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Economía circular, incluidos la 
prevención y el reciclado e residuos 

 

X  La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre 
el objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Prevención y control de la 
contaminación a la atmósfera, el agua 
o el suelo 

 

 X  La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre 
el objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Protección y restauración de la 
biodiversidad y los ecosistemas 

  X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 
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C11.R4 

Indique cuáles de los siguientes 
objetivos medioambientales 
requieren una evaluación sustantiva 
según el principio DNSH de la medida 

Sí No Si ha seleccionado "No" explique los motivos 

Mitigación del cambio climático   X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Adaptación al cambio climático   X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Uso sostenible y protección de los 
recursos hídricos y marinos 

  X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Economía circular, incluidos la 
prevención y el reciclado de residuos 

 

X  La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre 
el objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Prevención y control de la 
contaminación a la atmósfera, el agua 
o el suelo 

 

 X  La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre 
el objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Protección y restauración de la 
biodiversidad y los ecosistemas 

  X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

C11.R5 

Indique cuáles de los siguientes 
objetivos medioambientales 
requieren una evaluación sustantiva 
según el principio DNSH de la medida 

Sí No Si ha seleccionado "No" explique los motivos 

Mitigación del cambio climático   X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Adaptación al cambio climático   X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Uso sostenible y protección de los 
recursos hídricos y marinos 

  X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Economía circular, incluidos la 
prevención y el reciclado de residuos 

 

X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Prevención y control de la 
contaminación a la atmósfera, el agua 
o el suelo 

 

 X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Protección y restauración de la 
biodiversidad y los ecosistemas 

  X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

C11.I1 

Indique cuáles de los siguientes 
objetivos medioambientales 

Sí No Si ha seleccionado "No" explique los motivos 
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requieren una evaluación sustantiva 
según el principio DNSH de la medida 

Mitigación del cambio climático X 

  

Adaptación al cambio climático X 

  

Uso sostenible y protección de los 
recursos hídricos y marinos 

X 

  

Economía circular, incluidos la 
prevención y el reciclado de residuos 

X 

  

Prevención y control de la 
contaminación a la atmósfera, el agua 
o el suelo 

X     

Protección y restauración de la 
biodiversidad y los ecosistemas 

 X 

  

Preguntas No Justificación sustantiva 

Mitigación del cambio climático. 
¿Se espera que la medida genere 
emisiones importantes de gases de 
efecto invernadero? 

 X Los equipos que se utilicen cumplirán con los requisitos relacionados con 
el consumo energético establecidos de acuerdo con la Directiva 2009/125 
/ EC para servidores y almacenamiento de datos, o computadoras y 
servidores de computadoras o pantallas electrónicas.  

Para la instalación de las infraestructuras IT, se seguirá  la versión más 
reciente del Código de conducta europeo sobre eficiencia energética de 
centros de datos, o en el documento CEN-CENELEC CLC TR50600-99-1 
"Instalaciones e infraestructuras de centros de datos - Parte 99-1: 
Prácticas recomendadas para la gestión energética ”. 

Adaptación al cambio climático. 
¿Se espera que la medida dé lugar a 
un aumento de los efectos adversos 
de las condiciones climáticas actuales 
y de las previstas en el futuro, sobre sí 
misma o en las personas, la naturaleza 
o los activos? 

 X Se realizará una evaluación del riesgo climático y la vulnerabilidad de las 
instalaciones de infraestructuras IT y en su caso, se establecerán las 
soluciones de adaptación adecuadas para cada caso. 

El uso sostenible y la protección de los 
recursos hídricos y marinos 
¿Se espera que la medida sea 
perjudicial: 
(i)   del buen estado o al buen 
potencial ecológico de los masas de 
agua, incluidas las aguas superficiales 
y subterráneas; o 
(ii)   para el buen estado 
medioambiental de las aguas 
marinas? 

X Los riesgos de degradación ambiental relacionados con la conservación de 
la calidad del agua y la prevención del estrés hídrico se identificarán y 
abordarán con el objetivo de lograr un buen estado del agua y un buen 
potencial ecológico, tal como se define en el artículo 2, puntos 22 y 23, del 
Reglamento (UE) 2020 / 852, de conformidad con la Directiva 2000/60 / 
CE del Parlamento Europeo y del Consejo y un plan de gestión del uso y la 
protección del agua, desarrollado en virtud de la misma para la masa o 
masas de agua potencialmente afectadas, en consulta con las partes 
interesadas pertinentes. 
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Transición a una economía circular, 
incluidos la prevención y el reciclaje de 
residuos. 
¿Se espera que la medida 
(i) dé lugar a un aumento significativo 
de la generación, incineración o 
eliminación de residuos, excepto la 
incineración de residuos peligrosos no 
reciclables; o 
(ii) genere importantes ineficiencias 
en el uso directo o indirecto de 
recursos naturales en cualquiera de 
las fases de su ciclo de vida, que no se 
minimicen con medidas adecuadas; o 
(iii) dé lugar a un perjuicio significativo 
y a largo plazo para el medio 
ambiente en relación a la economía 
circular ? 

X Los equipos utilizados cumplirán con los requisitos de eficiencia de 
materiales establecidos de acuerdo con la Directiva 2009/125 / EC para 
servidores y almacenamiento de datos, u ordenadores y servidores de 
ordenadores o pantallas electrónicas. Los equipos no contendrán las 
sustancias restringidas enumeradas en el anexo II de la Directiva 2011/65 
/ UE, excepto cuando los valores de concentración en peso en materiales 
homogéneos no superen los enumerados en dicho anexo. Al final de su 
vida útil, el equipo se someterá a una preparación para operaciones de 
reutilización, recuperación o reciclaje, o un tratamiento adecuado, 
incluida la eliminación de todos los fluidos y un tratamiento selectivo de 
acuerdo con el Anexo VII de la Directiva 2012/19 / UE. 

La medida apoyará al objetivo europeo de conseguir que al menos el 70 
% (en peso) de los residuos de construcción y demolición generados en 
los proyectos de infraestructura (con exclusión de los residuos con código 
LER 17 05 04), se preparen para la reutilización, el reciclaje y la 
revalorización de otros materiales, incluidas las operaciones de relleno 
utilizando residuos para sustituir otros materiales. 

Los agentes encargados de la construcción de las infraestructuras IT, 
seguirán el principio de jerarquía de los residuos, dando prioridad a la 
prevención, preparación para la reutilización, reciclado, valorización 
energética y por último eliminación, siempre que sea posible desde el 
punto de vista medioambiental.  

Se llevarán a cabo las medidas propuestas en el Protocolo de gestión de 
residuos de la UE, con el objeto de limitar la generación de residuos 
durante la construcción. 
Los diseños de los edificios y las técnicas de construcción apoyarán la 
circularidad y, en concreto, demostrarán, con referencia a la norma ISO 
20887 u otras normas para evaluar la capacidad de desmontaje o 
adaptabilidad de los edificios, cómo estos están diseñados para ser más 
eficientes en el uso de los recursos, adaptables, flexibles y desmontables 
para permitir la reutilización y el reciclaje. 

Prevención y el control de la 
contaminación. 
¿Se espera que la medida dé lugar a 
un aumento significativo de las 
emisiones de contaminantes a la 
atmósfera, el agua o el suelo? 

X De igual manera que ocurre con las emisiones GEI, no se espera que la 
medida dé lugar a un aumento significativo de las emisiones de 
contaminantes a la atmósfera, el agua o el suelo.  

El carácter general de las actuaciones orientadas a la sustitución de 
sistemas de calefacción y refrigeración basados en energías fósiles por 
otras tecnologías cero contaminantes, permitirá una significativa 
reducción de las emisiones al aire y por consiguiente una mejora en la 
salud pública. 
Además, se adoptarán medidas para reducir el ruido, el polvo y las 
emisiones contaminantes durante la fase de obra y se ejecutarán las 
actuaciones asociadas a esta medida siempre cumpliendo la normativa de 
aplicación vigente en cuanto la posible contaminación de suelos y agua. 

Protección y restauración de la 
biodiversidad y los ecosistemas.  
¿Se espera que la medida 
(i) vaya en gran medida en detrimento 
de las buenas condiciones y la 
resiliencia de los ecosistemas; o 
(ii) vaya en detrimento del estado de 
conservación de los hábitats y las 
especies, en particular de aquellos de 
interés para la Unión? 

 X Se asegurará que las instalaciones de infraestructuras IT no afectarán 
negativamente a las buenas condiciones y la resiliencia de los 
ecosistemas, tampoco al estado de conservación de los hábitats y las 
especies, en particular los espacios de interés de la Unión. Por ello cuando 
sea preceptivo, se realizará la Evaluación de Impacto medioambiental, de 
acuerdo con lo establecido en la Directiva 2011/92/EU. 

C11.I2 
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Indique cuáles de los siguientes 
objetivos medioambientales 
requieren una evaluación sustantiva 
según el principio DNSH de la medida 

Sí No Si ha seleccionado "No" explique los motivos 

Mitigación del cambio climático  X 

  

Adaptación al cambio climático  X 

  

Uso sostenible y protección de los 
recursos hídricos y marinos 

 X 

  

Economía circular, incluidos la 
prevención y el reciclado de residuos 

X 

  

Prevención y control de la 
contaminación a la atmósfera, el agua 
o el suelo 

X     

Protección y restauración de la 
biodiversidad y los ecosistemas 

 X 

  

Preguntas No Justificación sustantiva 

Mitigación del cambio climático. 
¿Se espera que la medida genere 
emisiones importantes de gases de 
efecto invernadero? 

 X Los equipos que se utilicen cumplirán con los requisitos relacionados con 
el consumo energético establecidos de acuerdo con la Directiva 2009/125 
/ EC para servidores y almacenamiento de datos, o computadoras y 
servidores de computadoras o pantallas electrónicas.  

Para la instalación de las infraestructuras IT, se seguirá  la versión más 
reciente del Código de conducta europeo sobre eficiencia energética de 
centros de datos, o en el documento CEN-CENELEC CLC TR50600-99-1 
"Instalaciones e infraestructuras de centros de datos - Parte 99-1 : 
Prácticas recomendadas para la gestión energética”. 

Adaptación al cambio climático. 
¿Se espera que la medida dé lugar a 
un aumento de los efectos adversos 
de las condiciones climáticas actuales 
y de las previstas en el futuro, sobre sí 
misma o en las personas, la 
naturaleza o los activos? 

 X Se realizará una evaluación del riesgo climático y la vulnerabilidad de las 
instalaciones de infraestructuras IT y en su caso, se establecerán las 
soluciones de adaptación  adecuadas para cada caso. 

El uso sostenible y la protección de los 
recursos hídricos y marinos 
¿Se espera que la medida sea 
perjudicial: 
(i)   del buen estado o al buen 
potencial ecológico de los masas de 
agua, incluidas las aguas superficiales 
y subterráneas; o 
(ii)   para el buen estado 
medioambiental de las aguas 
marinas? 

X Los riesgos de degradación ambiental relacionados con la conservación de 
la calidad del agua y la prevención del estrés hídrico se identificarán y 
abordarán con el objetivo de lograr un buen estado del agua y un buen 
potencial ecológico, tal como se define en el artículo 2, puntos 22 y 23, del 
Reglamento (UE) 2020 / 852, de conformidad con la Directiva 2000/60 / 
CE del Parlamento Europeo y del Consejo y un plan de gestión del uso y la 
protección del agua, desarrollado en virtud de la misma para la masa o 
masas de agua potencialmente afectadas, en consulta con las partes 
interesadas pertinentes. 
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Transición a una economía circular, 
incluidos la prevención y el reciclaje de 
residuos. 
¿Se espera que la medida 
(i) dé lugar a un aumento significativo 
de la generación, incineración o 
eliminación de residuos, excepto la 
incineración de residuos peligrosos no 
reciclables; o 
(ii) genere importantes ineficiencias 
en el uso directo o indirecto de 
recursos naturales en cualquiera de 
las fases de su ciclo de vida, que no se 
minimicen con medidas adecuadas; o 
(iii) dé lugar a un perjuicio 
significativo y a largo plazo para el 
medio ambiente en relación a la 
economía circular ? 

X Los equipos utilizados cumplirán con los requisitos de eficiencia de 
materiales establecidos de acuerdo con la Directiva 2009/125 / EC para 
servidores y almacenamiento de datos, u ordenadores y servidores de 
ordenadores o pantallas electrónicas. Los equipos no contendrán las 
sustancias restringidas enumeradas en el anexo II de la Directiva 2011/65 
/ UE, excepto cuando los valores de concentración en peso en materiales 
homogéneos no superen los enumerados en dicho anexo. Al final de su 
vida útil, el equipo se someterá a una preparación para operaciones de 
reutilización, recuperación o reciclaje, o un tratamiento adecuado, 
incluida la eliminación de todos los fluidos y un tratamiento selectivo de 
acuerdo con el Anexo VII de la Directiva 2012/19 / UE. 

La medida apoyará al objetivo europeo de conseguir que al menos el 70 % 
(en peso) de los residuos de construcción y demolición generados en los 
proyectos de infraestructura (con exclusión de los residuos con código LER 
17 05 04), se preparen para la reutilización, el reciclaje y la revalorización 
de otros materiales, incluidas las operaciones de relleno utilizando 
residuos para sustituir otros materiales. 

Los agentes encargados de la construcción de las infraestructuras IT, 
seguirán el principio de jerarquía de los residuos, dando prioridad a la 
prevención, preparación para la reutilización, reciclado, valorización 
energética y por último eliminación, siempre que sea posible desde el 
punto de vista medioambiental.  

Se llevarán a cabo las medidas propuestas en el Protocolo de gestión de 
residuos de la UE, con el objeto de limitar la generación de residuos 
durante la construcción. 
Los diseños de los edificios y las técnicas de construcción apoyarán la 
circularidad y, en concreto, demostrarán, con referencia a la norma ISO 
20887 u otras normas para evaluar la capacidad de desmontaje o 
adaptabilidad de los edificios, cómo estos están diseñados para ser más 
eficientes en el uso de los recursos, adaptables, flexibles y desmontables 
para permitir la reutilización y el reciclaje. 

Prevención y el control de la 
contaminación. 
¿Se espera que la medida dé lugar a 
un aumento significativo de las 
emisiones de contaminantes a la 
atmósfera, el agua o el suelo? 

X De igual manera que ocurre con las emisiones GEI, no se espera que la 
medida dé lugar a un aumento significativo de las emisiones de 
contaminantes a la atmósfera, el agua o el suelo.  

El carácter general de las actuaciones orientadas a la sustitución de 
sistemas de calefacción y refrigeración basados en energías fósiles por 
otras tecnologías cero contaminantes, permitirá una significativa 
reducción de las emisiones al aire y por consiguiente una mejora en la 
salud pública. 
Además, se adoptarán medidas para reducir el ruido, el polvo y las 
emisiones contaminantes durante la fase de obra y se ejecutarán las 
actuaciones asociadas a esta medida siempre cumpliendo la normativa de 
aplicación vigente en cuanto la posible contaminación de suelos y agua. 

Protección y restauración de la 
biodiversidad y los ecosistemas.  
¿Se espera que la medida 
(i) vaya en gran medida en detrimento 
de las buenas condiciones y la 
resiliencia de los ecosistemas; o 
(ii) vaya en detrimento del estado de 
conservación de los hábitats y las 
especies, en particular de aquellos de 
interés para la Unión? 

 X Se asegurará que las instalaciones de infraestructuras IT no afectarán 
negativamente a las buenas condiciones y la resiliencia de los ecosistemas, 
tampoco al estado de conservación de los hábitats y las especies, en 
particular los espacios de interés de la Unión. Por ello, cuando sea 
preceptivo, se realizará la Evaluación de Impacto medioambiental, de 
acuerdo con lo establecido en la Directiva 2011/92/EU. 

C11.I3 
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Indique cuáles de los siguientes 
objetivos medioambientales 
requieren una evaluación sustantiva 
según el principio DNSH de la medida 

Sí No Si ha seleccionado "No" explique los motivos 

Mitigación del cambio climático   X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Adaptación al cambio climático   X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Uso sostenible y protección de los 
recursos hídricos y marinos 

  X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Economía circular, incluidos la 
prevención y el reciclado de residuos 

 

X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Prevención y control de la 
contaminación a la atmósfera, el agua 
o el suelo 

 

 X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Protección y restauración de la 
biodiversidad y los ecosistemas 

  X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

C11.I4 

Indique cuáles de los siguientes 
objetivos medioambientales 
requieren una evaluación sustantiva 
según el principio DNSH de la medida 

Sí No Si ha seleccionado "No" explique los motivos 

Mitigación del cambio climático   X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Adaptación al cambio climático   X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Uso sostenible y protección de los 
recursos hídricos y marinos 

  X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Economía circular, incluidos la 
prevención y el reciclado de residuos 

X     

Prevención y control de la 
contaminación a la atmósfera, el agua 
o el suelo 

X     

Protección y restauración de la 
biodiversidad y los ecosistemas 

  X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Preguntas No Justificación sustantiva 

Mitigación del cambio 
climático. 
¿Se espera que la medida 
genere emisiones importantes 
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de gases de efecto 
invernadero? 

Adaptación al cambio 
climático. 
¿Se espera que la medida dé 
lugar a un aumento de los 
efectos adversos de las 
condiciones climáticas actuales 
y de las previstas en el futuro, 
sobre sí misma o en las 
personas, la naturaleza o los 
activos? 

    

El uso sostenible y la 
protección de los recursos 
hídricos y marinos 
¿Se espera que la medida sea 
perjudicial: 
(i)   del buen estado o al buen 
potencial ecológico de los 
masas de agua, incluidas las 
aguas superficiales y 
subterráneas; o 
(ii)   para el buen estado 
medioambiental de las aguas 
marinas? 
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Transición a una economía 
circular, incluidos la prevención 
y el reciclaje de residuos. 
¿Se espera que la medida 
(i) dé lugar a un aumento 
significativo de la generación, 
incineración o eliminación de 
residuos, excepto la 
incineración de residuos 
peligrosos no reciclables; o 
(ii) genere importantes 
ineficiencias en el uso directo 
o indirecto de recursos 
naturales en cualquiera de las 
fases de su ciclo de vida, que 
no se minimicen con medidas 
adecuadas; o 
(iii) dé lugar a un perjuicio 
significativo y a largo plazo 
para el medio ambiente en 
relación a la economía circular 
? 

X Dadas las actuaciones de eficiencia energética y de energías renovables 
contempladas (ej. mejora del aislamiento térmico de la envolvente de los 
edificios, sustitución de caldera de combustibles fósiles por energías renovables, 
iluminación etc.) no se espera que los residuos de construcción y demolición 
sean una cuestión relevante. Está medida de rehabilitación energética no 
contempla la demolición de edificios ni de partes de ellos, por lo que no se 
generarán residuos de construcción significativos. En el caso del incremento del 
aislamiento térmico de las fachadas éste se realizará mayoritariamente 
sobreponiendo una nueva capa de aislamiento exterior sobre la pared existente 
o inyectando aislante en la cámara de aire.  La retirada de aparatos como 
lámparas de iluminación tanto del interior de los edificios como de alumbrado 
exterior, etc.  se realizará cumpliendo con el Real Decreto 110/2015, de 20 de 
febrero, sobre residuos de aparatos eléctricos y electrónicos. En cualquier caso, 
resultará de aplicación la normativa que regula la producción y gestión de los 
residuos de construcción y demolición. En concreto el Real Decreto 105/2008, 
de 1 de febrero, por el que se regula la producción y gestión de los residuos de 
construcción y demolición. Tal y como establece el citado Real Decreto, las obras 
promovidas por las administraciones públicas deberán fomentar las medidas 
para la prevención de residuos de construcción y demolición y la utilización de 
áridos y otros productos procedentes de su valorización. Además, velarán por 
que en la fase de proyecto se tengan en cuenta las alternativas de diseño y 
constructivas que generen menos residuos en la fase de construcción y de 
explotación, y aquellas que favorezcan el desmantelamiento ambientalmente 
correcto de la obra al final de su vida útil. Ello contribuirá a la consecución del 
objetivo europeo marcado por la Directiva 2008/98/CE sobre los residuos 
(transpuesta mediante Ley 22/2011 de residuos y suelos contaminados), de 
lograr que al menos el 70% de los residuos de construcción y demolición 
generados -en peso- en el país (excluyendo los residuos 17 05 04), se preparen 
para la reutilización, el reciclaje y la revalorización de otros materiales, incluidas 
las operaciones de relleno utilizando residuos para sustituir otros materiales. 

Las actuaciones que se lleven a cabo relacionadas con rehabilitaciones 
energéticas incluirán como exigencia el que al menos el 70 % (en peso) de los 
residuos de construcción y demolición generados en los proyectos (con 
exclusión de los residuos con código LER 17 05 04), se preparen para la 
reutilización, el reciclaje y la valorización de otros materiales, incluidas las 
operaciones de relleno utilizando residuos para sustituir otros materiales. 
Asimismo, los proyectos financiados que impliquen demolición practicarán una 
demolición selectiva (separando materiales). 

Por otro lado, cuando sea factible, se utilizarán equipos y componentes de alta 
durabilidad y reciclabilidad y fáciles de desmontar y reacondicionar.  

En lo relativo a la gestión de residuos para el diseño, construcción y gestión de 
edificios y sus instalaciones, se cumplirá con lo que establece la Orden 
PCI/86/2019, de 31 de enero, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de 
Ministros de 7 de diciembre de 2018, por el que se aprueba el Plan de 
Contratación Pública Ecológica de la Administración General del Estado, sus 
organismos autónomos y las entidades gestoras de la Seguridad Social (2018-
2025). 

Los vehículos que se adquieran cumplirán con los requisitos de la Directiva 
2005/64/CE en lo que les sea de aplicación. 
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Prevención y el control de la 
contaminación. 
¿Se espera que la medida dé 
lugar a un aumento 
significativo de las emisiones 
de contaminantes a la 
atmósfera, el agua o el suelo? 

X En materia de rehabilitación energética, los componentes y materiales de 
construcción utilizados en el desarrollo de las actuaciones previstas en esta 
medida no contendrán amianto ni sustancias muy preocupantes identificadas a 
partir de la lista de sustancias sujetas a autorización que figura en el anexo XIV 
del Reglamento (CE) 1907/2006. 

Además, en el caso de ayudas para instalaciones de biomasa para usos no 
industriales que incluyan calderas de menos de 1 MW:  

- Deberán presentar una acreditación por parte del fabricante del equipo del 
cumplimiento de los requisitos de eficiencia energética estacional y emisiones 
para el combustible que se vaya a utilizar que no podrán ser menos exigentes 
que los definidos en el Reglamento de Ecodiseño en vigor (Reglamento (UE) 
2015/1189 de la Comisión).  

- Como requisito adicional el beneficiario mantendrá un registro documental 
suficiente que permita acreditar que el combustible empleado en la caldera 
dispone de un certificado otorgado por una entidad independiente acreditada 
relativo al cumplimiento de la clase A1 según lo establecido en la norma UNE-
EN-ISO 17225-2, de la clase 1 de la norma UNE-EN-ISO 17225-4, de la clase A1 
de la norma 164003 o de la clase A1 de la norma 164004. Este registro se 
mantendrá durante un plazo de cinco años. 

Protección y restauración de la 
biodiversidad y los 
ecosistemas.  
¿Se espera que la medida 
(i) vaya en gran medida en 
detrimento de las buenas 
condiciones y la resiliencia de 
los ecosistemas; o 
(ii) vaya en detrimento del 
estado de conservación de los 
hábitats y las especies, en 
particular de aquellos de 
interés para la Unión? 

    

C11.I5 

Indique cuáles de los 
siguientes objetivos 
medioambientales requieren 
una evaluación sustantiva 
según el principio DNSH de la 
medida 

Sí No Si ha seleccionado "No" explique los motivos 

Mitigación del cambio 
climático 

  X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Adaptación al cambio climático   X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Uso sostenible y protección de 
los recursos hídricos y marinos 

  X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Economía circular, incluidos la 
prevención y el reciclado de 
residuos 

 

X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 
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Prevención y control de la 
contaminación a la atmósfera, 
el agua o el suelo 

 

 X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

Protección y restauración de la 
biodiversidad y los 
ecosistemas 

  X La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado dada su naturaleza. 

 

9. Hitos, metas y cronograma 

La información relativa a hitos y objetivos se encuentra recogida en el cuadro “T1 
Milestones&Targets”. 

 

10. Financiación 

 

Inversión total estimada 
del componente 

4.315 M€ 

 

Inversiones o reformas que conllevarán una inversión específica 

C11.I1 Modernización de la Administración General del Estado 

Coste 960 M€ 

Periodificación 2020 2021 2022 2023 2024 2025 2026 Total 

Coste del 
Mecanismo 

- 336,0 388,0 236,0 - - - 960,0 

Otra financiación - - - - - - - - 

Total - 336,0 388,0 236,0 - - - 960,0 

Sinergias con otros 
fondos UE 

La modernización de la Administración Pública se atenderá también 
con ayuda FEDER mediante actuaciones englobadas en el objetivo 
político 1, Una Europa más inteligente y competitiva, y su objetivo 
específico sobre el aprovechamiento de las ventajas de la 
digitalización para los ciudadanos, las empresas, las organizaciones de 
investigación y las Administraciones Públicas. También a través del 
objetivo político 2, una Europa más verde, y los objetivos específicos 
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1, 2 y 8 destinados al fomento de la eficiencia energética, las energías 
renovables y la movilidad urbana multimodal sostenible.  

El objetivo de todas estas inversiones es adaptar la Administración 
Pública a los retos de la sociedad mediante la digitalización de la 
gestión y sus procesos y la transición energética, mejorando la 
eficiencia energética de edificios e infraestructuras, fomentando el 
uso de energías renovables e impulsando la movilidad sostenible. 

Son múltiples los mecanismos de coordinación existentes para 
garantizar la complementariedad de las inversiones financiadas por 
los distintos instrumentos. En concreto, nos referimos a: 

- La Conferencia Sectorial de la Administración Pública 

- La Conferencia Sectorial de Transformación Digital 

- La Conferencia Sectorial de Energía 

- La Comisión de Coordinación de Políticas de Cambio Climático  

- La Comisión Consultiva de Ahorro y Eficiencia Energética 

- La Red de Economía Baja en Carbono 

- La Red de Iniciativas Urbanas. 

Metodología de 
cálculo 

El cálculo de los costes de la inversión se ha obtenido mediante una 
revisión de los precios unitarios de las soluciones de mercado que 
desarrolla la inversión, atendiendo al valor de mercado y a los 
servicios objetivos de transformación. 

Estos costes se han atendido de acuerdo a: 

 Administración orientada al ciudadano 

La línea de Administración orientada al ciudadano ha tomado en 
consideración iniciativas innovadoras y transformadoras para cada 
una de sus medidas (App factory, Mejora de la experiencia de la 
ciudadanía, GobTechLab y Nuevo modelo de identidad digital) 
atendiendo a sus precios, requisitos, requerimientos y 
funcionalidades para la ejecución de sus objetos, adecuándolos a las 
necesidades del componente. 

Para atender a la justificación de la metodología de cálculo, se 
presenta el modelo siguiente: 

Perfiles Importe
/hora sin 
IVA 

Metodología de costes 

Jefe de 
proyecto 

Consultor  

54,29 €  

 52,93 €  

 41,55 €  

Se ha atendido a todos los lotes de las 
licitaciones analizadas calculando la UT 
para los perfiles identificados en las 
iniciativas de la línea de
 Administración orientada al 
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Analista  

Analista 
Programad
or 

Programad
or 

Especialista 
en pruebas 

 34,93 €  

 30,05 €  

 30,05 € 

ciudadano. Las licitaciones que se han 
analizado son las siguientes: Servicios de 
desarrollo y mantenimiento de 
aplicaciones informáticas de la Secretaría 
General de Administración Digital 
(Secretaría General de Administración 
Digital), Servicios de tecnologías de la 
información para la digitalización en 
modalidad de acuerdo marco (INECO), 
Servicio de desarrollo y mantenimiento 
de sistemas de información necesario en 
la Gerencia de Informática de la 
Seguridad Social (Gerencia de 
Informática de la Seguridad Social), 
Servicios de desarrollo y mantenimiento 
de aplicaciones informáticas para el 
Ministerio de Justicia (Ministerio de 
Justicia), Servicio de diseño, desarrollo y 
mantenimiento de un sistema de gestión 
de la información para la Red PI+D+I 
(Dirección General del Centro para el 
Desarrollo Tecnológico Industrial (CDTI)) 
y Servicios de desarrollo y 
mantenimiento de los sistemas y 
aplicaciones del Departamento de 
Informática Tributaria (Dirección General 
de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria) 

 

 Operaciones inteligentes 

La línea de Operaciones Inteligentes ha tomado en consideración 
principalmente tres elementos para la consideración de sus costes: 
coste de licencias y soporte a través de servicios profesionales. Las 
licencias se han aterrizado gracias a iniciativas similares en el 
aprovisionamiento de las mismas, de acuerdo a un modelo de casos 
de uso con distintos niveles de provisión de servicios y de número de 
robots. La provisión de servicios profesionales se basa en los 
siguientes perfiles: 

Perfiles Importe
/hora 
sin IVA 

Metodología de costes 
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Jefe de 
proyecto 

Consultor  

Analista  

Analista 
Programa
dor 

Programa
dor 

Especialist
a en 
pruebas 

54,29 €  

 52,93 €  

 41,55 €  

 34,93 €  

 30,05 €  

 30,05 € 

Se ha atendido a todos los lotes de las 
licitaciones analizadas calculando la UT 
para los perfiles identificados en las 
iniciativas de la línea de operaciones 
inteligentes. Las licitaciones que se han 
analizado son las siguientes: Servicios de 
desarrollo y mantenimiento de aplicaciones 
informáticas de la Secretaría General de 
Administración Digital (Secretaría General 
de Administración Digital), Servicios de 
tecnologías de la información para la 
digitalización en modalidad de acuerdo 
marco (INECO), Servicio de desarrollo y 
mantenimiento de sistemas de información 
necesario en la Gerencia de Informática de 
la Seguridad Social (Gerencia de 
Informática de la Seguridad Social), 
Servicios de desarrollo y mantenimiento de 
aplicaciones informáticas para el Ministerio 
de Justicia (Ministerio de Justicia), Servicio 
de diseño, desarrollo y mantenimiento de 
un sistema de gestión de la información 
para la Red PI+D+I (Dirección General del 
Centro para el Desarrollo Tecnológico 
Industrial (CDTI)) y Servicios de desarrollo y 
mantenimiento de los sistemas y 
aplicaciones del Departamento de 
Informática Tributaria (Dirección General 
de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria) 

 

 Gobierno del Dato 

La línea de Gobierno del dato ha tomado en consideración iniciativas 
similares, como licitaciones en materia de gestión libre y ágil de la 
información pública y privada (AGE) y las últimas iniciativas de 
vanguardia en materia de desarrollo de modelos de negocio data-
driven de gestión transparente y de intercambio entre 
Administraciones y para con la ciudadanía y las empresas. Para la 
definición de la metodología de costes de los servicios de soporte, se 
ha atendido al siguiente modelo: 
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Perfiles Importe
/hora 
sin IVA 

Metodología de costes 

Consultor de 
Gobierno del 
Dato 

Ingeniero de 
Datos 

Científico de 
Datos 

Ingeniero 
DevOps 

Ingeniero de 
Cloud 

55,00 €  

 50,00 €  

 50,00 €  

 50,00 €  

 50,00 € 

Se ha atendido a los costes 
justificados en el lote 3 "Servicios de 
apoyo a la aplicación de tecnologías 
emergentes", de la licitación 2 
"Servicios de tecnologías de la 
información para la digitalización en 
modalidad de acuerdo marco", dado 
el carácter específico de este perfil. 

 

 Infraestructuras digitales 

 

La línea de Infraestructuras digitales ha tomado en consideración 
proyectos de características similares (CPDs, proyectos de puesto de 
trabajo y de infraestructura cloud) en distintas Comunidades 
Autónomas y Ayuntamientos españoles y se ha extrapolado a la AGE, 
adecuando al alcance y recursos a los usuarios objetivo del 
Componente. Asimismo, para la provisión de los servicios específicos 
del Puesto de Trabajo Inteligente, se ha atendido a unos servicios 
específicos de configuración de equipos, de provisión de 
herramientas digitales, de provisión de puestos de trabajo y de 
infraestructuras y licencias de acuerdo a precios de mercado y a 
iniciativas relevantes. Para el modelo de CPDs, sea realizado un 
análisis de iniciativas aterrizando tareas de dotación de servidores, 
aumento del espacio de almacenamiento, mejora de los sistemas de 
refrigeración y de gestión y monitorización. 

Por último, el modelo de metodología de costes que se ha realizado 
es el siguiente: 

Perfiles Importe/
hora sin 
IVA 

Metodología de costes 

Jefe de 
proyecto 

54,29 €  

 52,93 €  

Se ha atendido a todos los lotes de las 
licitaciones analizadas calculando la UT 
para los perfiles identificados en las 
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Consultor  

Analista  

Analista 
Programador 

Programador 

Especialista 
en pruebas 

 41,55 €  

 34,93 €  

 30,05 €  

 30,05 € 

iniciativas de la línea de 
infraestructuras digitales. Las 
licitaciones que se han analizado son 
las siguientes: Servicios de desarrollo y 
mantenimiento de aplicaciones 
informáticas de la Secretaría General 
de Administración Digital (Secretaría 
General de Administración Digital), 
Servicios de tecnologías de la 
información para la digitalización en 
modalidad de acuerdo marco (INECO), 
Servicio de desarrollo y 
mantenimiento de sistemas de 
información necesario en la Gerencia 
de Informática de la Seguridad Social 
(Gerencia de Informática de la 
Seguridad Social), Servicios de 
desarrollo y mantenimiento de 
aplicaciones informáticas para el 
Ministerio de Justicia (Ministerio de 
Justicia), Servicio de diseño, desarrollo 
y mantenimiento de un sistema de 
gestión de la información para la Red 
PI+D+I (Dirección General del Centro 
para el Desarrollo Tecnológico 
Industrial (CDTI)) y Servicios de 
desarrollo y mantenimiento de los 
sistemas y aplicaciones del 
Departamento de Informática 
Tributaria (Dirección General de la 
Agencia Estatal de Administración 
Tributaria) 

 

 Ciberseguridad 

La línea de Ciberseguridad ha tomado en consideración distintos 
proyectos en materia de seguridad gestionada valorando el coste de 
prevención, detección y respuesta de contar con un Centro de 
Operaciones de Ciberseguridad de acuerdo con los estándares 
europeos de organismos similares y a los instrumentos adscritos al 
Centro en materia de modernización e innovación. 

Para la definición del modelo de costes relativo a los servicios 
profesionales, se ha realizado el siguiente análisis: 
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Perfiles Importe/h
ora sin IVA 

Metodología de costes 

Gestor de 
proyectos de 
ciberseguridad 

Consultor 
normativo y de 
gobernanza en 
ciberseguridad 

Consultor de 
Gobernanza, 
Riesgos y 
cumplimiento 

Arquitecto de 
ciberseguridad 

Administrador de 
sistemas de 
ciberseguridad 

Auditor de 
seguridad 

73,00 €  

 60,00 €  

 48,00 €  

 60,00 €  

 45,00 €  

 45,00 € 

Se ha atendido a los costes 
justificados en el lote 2 
"Ciberseguridad", de la 
licitación 2 "Servicios de 
tecnologías de la información 
para la digitalización en 
modalidad de acuerdo marco", 
dado el carácter específico de 
este perfil.  

Adicionalmente, se ha tenido 
en cuenta la infraestructura 
necesaria para absorber este 
servicio. 

 

Validación por 
entidad 

independiente 
IGAE 

 

Inversiones o reformas que conllevarán una inversión específica 

C11.I2 Proyectos tractores de digitalización de la Administración General del 
Estado 

Coste 1.205 M€ 

Periodificación 2020 2021 2022 2023 2024 2025 2026 Total 

Coste del 
Mecanismo 

- 249,7 531,15 424,15 - - - 1.205 

Otra 
financiación 

- - - - - - - - 

Total - 249,7 531,15 424,15 - - - 1.205 
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Sinergias con 
otros fondos 

UE 

La modernización de la Administración Pública se atenderá también con 
ayuda FEDER mediante actuaciones englobadas en el objetivo político 1, 
Una Europa más inteligente y competitiva, y su objetivo específico sobre 
el aprovechamiento de las ventajas de la digitalización para los 
ciudadanos, las empresas, las organizaciones de investigación y las 
administraciones públicas. También a través del objetivo político 2, una 
Europa más verde, y los objetivos específicos 1, 2 y 8 destinados al 
fomento de la eficiencia energética, las energías renovables y la movilidad 
urbana multimodal sostenible.  

El objetivo de todas estas inversiones es adaptar la Administración Pública 
a los retos de la sociedad mediante la digitalización de la gestión y sus 
procesos y la transición energética, mejorando la eficiencia energética de 
edificios e infraestructuras, fomentando el uso de energías renovables e 
impulsando la movilidad sostenible. 

Son múltiples los mecanismos de coordinación existentes para garantizar 
la complementariedad de las inversiones financiadas por los distintos 
instrumentos. En concreto, nos referimos a: 

- La Conferencia Sectorial de la Administración Pública 

- La Conferencia Sectorial de Transformación Digital 

- La Conferencia Sectorial de Energía 

- La Comisión de Coordinación de Políticas de Cambio Climático  

- La Comisión Consultiva de Ahorro y Eficiencia Energética 

- La Red de Economía Baja en Carbono 

La Red de Iniciativas Urbanas. 

Metodología 
de calculo 

El cálculo de los costes de la inversión se ha obtenido mediante una 
revisión de los precios unitarios de las soluciones de mercado que 
desarrolla la inversión, atendiendo al valor de mercado y a los servicios 
objetivos de transformación. 

 Transformación digital Sanidad (170 M€) 

La línea de Transformación digital de la Sanidad ha tomado en 
consideración distintas licitaciones de referencia en el sector de la salud, 
entre las que se encuentran las siguientes: 1) Servicios de consultoría para 
la oficina técnica de proyectos del sistema nacional de salud del ministerio 
de sanidad, consumo y bienestar social, 2) 4116/2020 por el que se 
contratan los servicios de desarrollo sobre las aplicaciones, microsites, 
portales y sitios colaborativos ministeriales, 3) 371/2020 por el que se 
contratan los servicios de desarrollo de aplicaciones core del nodo central 
del sistema nacional de salud, 4) 373/2020 por el que se contrata la 
actualización de la arquitectura del nodo central del sistema nacional de 
salud, y, 5) 5845/2020, por el que se contratan los servicio de oficina 
técnica de coordinación y seguimiento de proyectos tecnológicos 
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utilizados en la crisis sanitaria ocasionada por el covid19, así como el 
Acuerdo Marco 26/2015. 

Esta información ha suministrado las condiciones para articular el modelo 
de costes de acuerdo a las necesidades del departamento ministerial en 
materia de suministro de equipamientos, adquisición de licencias y coste 
de los servicios profesionales. 

 Transformación digital Justicia (410 M€) 

La línea de Transformación digital de la Administración de Justicia ha 
tomado en consideración los servicios presentes y futuros de acuerdo a 
sus análisis de costes por UT de todos los servicios profesionales 
identificados, así como su demanda de licencias, infraestructuras y 
herramientas digitales ya identificadas. 

En términos generales, el modelo de costes se ha calculado de acuerdo a 
experiencias similares a nivel internacional, entre las que se encuentran 
para la aplicación de la Inteligencia Artificial en la Justicia Orientada al 
Dato: la Estrategia Digital Europea, Programa Europa Digital 2021-2027, 
Ross Intelligence y el Tribunal virtual de Hangzhou. Asimismo, para la 
concreción de los costes en materia de infraestructuras, implicará 
multiplicar los costes anteriores por cada unidad informática, atendiendo 
el coste anterior a un incremento por el suministro asociado de 
licenciamiento asociado de productos Software.  

Por último, para los parámetros del soporte profesional, se tomará en 
consideración el modelo de costes que ya venían desarrollando. 

 

 Transformación digital de Empleo (170 M€) 

La línea de Transformación digital de Empleo ha tomado en consideración 
el juicio experto y los expedientes similares de contratación cuando se 
trata de expedientes de desarrollo. En concreto, en desarrollo de 
aplicaciones se ha tenido en cuenta el equipo optimo según la envergadura 
del proyecto, y se ha determinado el equipo en sus distintas fases. En 
cuanto a las tarifas, se ha tenido en cuenta la media aritmética de las 
tarifas presentadas por todos los adjudicatarios del Acuerdo Marco 26 en 
primera licitación, que incluye todos los conceptos (costes salariales, 
costes generales, beneficio industrial), salvo el IVA y un total de 1.760 
horas por persona al año. 

En materia de infraestructuras y licencias, se han tenido en cuenta 
expedientes similares dentro de la Administración General del Estado. 

 

 Transformación digital Inclusión, Seguridad Social y Migraciones 
(215 M€) 
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La línea de Transformación digital de Inclusión, Seguridad Social y 
Migraciones ha tomado en consideración la experiencia en materia de 
ejecución presupuestaria de los departamentos ministeriales atendiendo 
a su experiencia previa de cálculos para licitaciones realizadas por otros 
poderes adjudicadores en proyectos de similar alcance o tipología así 
como la información consultada a diferentes proveedores de los bienes y 
servicios objeto de los proyectos o de parte de ellos. 

Los principales elementos de licitación son la provisión de servicios 
profesionales a través del establecimiento de categorías de coste y las 
categorías de coste referentes a equipos informáticos, software y 
hardware: 

o Con respecto a las categorías de coste, se ha tomado como 
referencia el informe REINA 2019, realizado por el 
Ministerio de Política Territorial y Función Pública, a través 
de la Comisión de Estrategia TIC y que define los tipos de 
gastos, en relación al uso de los sistemas y tecnologías de la 
Información y Comunicaciones, en la Administración del 
Estado así como el Convenio colectivo estatal de empresas 
de consultoría, y estudios de mercados y de la opinión 
pública, publicado por resolución de 22 de febrero de 2018, 
de la Dirección General de Empleo (BOE 6 de marzo), para 
estimar los costes salariales de los perfiles necesarios en las 
inversiones. 

o En las categorías de coste referentes a equipos 
informáticos, software y hardware, se tomarán como 
referencia, los precios medios de mercado de otras 
licitaciones de la AGE conocidas por experiencias previas, 
cuyos datos están disponibles y, en los puntos más 
prioritarios, se ha refinado la estimación, con los precios 
proporcionados por los distintos proveedores, a los que se 
ha solicitado información, al no tenerla disponible en una 
fuente pública por política de confidencialidad de la propia 
empresa. 

 

 Plan Digitalización Consular (110 M€) 

La línea de Plan Digitalización Consular ha tomado en consideración las 
experiencias del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y 
Cooperación en materia costes salariales del personal de soporte a la línea 
atendiendo a la Salary survey del PMI correspondiente al año 2020, 
tomando como referencias salarios medios en perfiles de más de 15 años 
de experiencia y en proyectos de más de 20 personas.  

Asimismo, se atiende a las experiencias previas del Ministerio en proyectos 
de naturaleza similar, en base a las ofertas presentadas por empresas del 
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sector TIC así como a los precios medios de mercado para perfiles de 
reciente aparición en el mercado, como especialistas en inteligencia 
artificial, dato, etc. 

 

 Lanzadera de proyectos tractores (130 M€) 

La línea de Lanzadera de proyectos tractores ha tomado en consideración 
las experiencias de los departamentos ministeriales atendiendo a las 
distintas licitaciones previstas para el cálculo del coste total considerando 
los parámetros que se venían estableciendo en las distintas iniciativas. 

En general, se ha tomado en consideración los siguientes análisis: 

o Atendiendo al soporte profesional, se ha tomado en 
consideración el XVII Convenio colectivo estatal de 
empresas de consultoría para todos los perfiles ofertados. 

o Atendiendo a los importes de desarrollo y mantenimiento, 
precios de los importes que ya se venían produciendo en 
cada uno de los departamentos ministeriales. 
Concretamente, los Acuerdos Marco 13-2018, 10-2018, 02-
2016 y 02/2020, así como los expedientes relativos a 
adquisición de equipamiento hardware (Servidores, 
sistemas de almacenamiento, electrónica de red, etc.) y los 
expedientes relativos a adquisición de licencias de software 
de gestión de infraestructura y de comunicaciones. 

o Atendiendo a las distintas herramientas que se pretenden 
implantar, los contratos basados de la DGRCC del 
AM26/2015 con y sin especificidad técnica en relación con 
el objeto del contrato para el cálculo de costes medios, los 
costes de estimación para los productos de referencias en 
el mercado valorados conforme al número de identidades y 
arquitectura de despliegue requerida para las distintas 
plataformas de la línea, así como las distintas Consultas 
Preliminares de Mercado sobre herramientas para la 
transformación digital previstas en los departamentos 
ministeriales. 

Validación por 
entidad 

independiente 
IGAE 

 

Inversiones o reformas que conllevarán una inversión específica 
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C11.I3 Impulso de la Transformación Digital y la Modernización del Ministerio de 
Política Territorial y Función Pública y de las Comunidades Autónomas y 
Entidades locales  

Coste 1.000,0 M€ 

Periodificación 2020 2021 2022 2023 2024 2025 2026 Total 

Coste del 
Mecanismo 

- 
240,0 381,5 378,5 

- - - 1.000,0 

Otra 
financiación 

- - - - - - - - 

Total - 240,0 381,5 378,5 - - - 1.000,0 

Sinergias con 
otros fondos 

UE 

La modernización de la Administración Pública se atenderá también con 
ayuda FEDER mediante actuaciones englobadas en el objetivo político 1, 
Una Europa más inteligente y competitiva, y su objetivo específico sobre 
el aprovechamiento de las ventajas de la digitalización para los 
ciudadanos, las empresas, las organizaciones de investigación y las 
administraciones públicas. También a través del objetivo político 2, una 
Europa más verde, y los objetivos específicos 1, 2 y 8 destinados al 
fomento de la eficiencia energética, las energías renovables y la movilidad 
urbana multimodal sostenible.  

El objetivo de todas estas inversiones es adaptar la Administración Pública 
a los retos de la sociedad mediante la digitalización de la gestión y sus 
procesos y la transición energética, mejorando la eficiencia energética de 
edificios e infraestructuras, fomentando el uso de energías renovables e 
impulsando la movilidad sostenible. 

Son múltiples los mecanismos de coordinación existentes para garantizar 
la complementariedad de las inversiones financiadas por los distintos 
instrumentos. En concreto, nos referimos a: 

- La Conferencia Sectorial de la Administración Pública 

- La Conferencia Sectorial de Transformación Digital 

- La Conferencia Sectorial de Energía 

- La Comisión de Coordinación de Políticas de Cambio Climático  

- La Comisión Consultiva de Ahorro y Eficiencia Energética 

- La Red de Economía Baja en Carbono 

- La Red de Iniciativas Urbanas. 
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Metodología 
de calculo 

El cálculo de los costes de la inversión se ha obtenido mediante una 
revisión de los precios unitarios de las soluciones de mercado que 
desarrolla la inversión, atendiendo al valor de mercado y a los servicios 
objetivos de transformación. 

En esta inversión se abordarán proyectos que contarán con la misma 
metodología de cálculo de costes de la Inversión C11.I1. 

En el ámbito de Comunidades Autónomas y Entidades Locales se realizarán 
iniciativas que se enmarcarán en las líneas de: 

 Administración orientada al ciudadano. 

 Operaciones inteligentes 

 Gobierno del dato 

 Infraestructuras Digitales 

 Ciberseguridad 

Validación por 
entidad 

independiente 
IGAE 

 

Inversiones o reformas que conllevarán una inversión específica 

C11.I4 Transición Energética en la Administración General del Estado 

Coste 1.070,7 M€ 

Periodificación 2020 2021 2022 2023 2024 2025 2026 Total 

Coste del 
Mecanismo 

- 1.070,7   - - - 1.070,7 

Otra financiación - -   - - - - 

Total - 1.070,7   - - - 1.070,7 

Sinergias con 
otros fondos UE 

Una operación podrá recibir ayuda de uno o varios Fondos UE o de uno 
o varios programas y de otros instrumentos de la Unión, a condición de 
que los diferentes instrumentos no se destinen a las mismas partidas de 
gasto. En este sentido, y dado que las actuaciones propuestas 
responden al marco estratégico de energía y clima de España, se 
fomentará en la medida de lo posible complementariedad con otros 
Fondos de acuerdo a lo recogido en el artículo 28 del Reglamento (UE) 
2021/241. 

No obstante, dado que las actuaciones objeto de este presupuesto son 
las que se han identificado en el corto plazo como prioritarias en un 
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contexto de recuperación económica, no se estima que las actuaciones 
concretas que se financien con cargo al Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia vayan a cofinanciarse con cargo a otros 
fondos de la UE. En las respectivas convocatorias de ayudas se 
establecerán las condiciones de compatibilidad o incompatibilidad de 
las ayudas para el mismo fin y los mecanismos que verifiquen la 
ausencia de doble financiación. 

En ningún caso se utilizará la aportación del Marco de Recuperación y 
Resiliencia como cofinanciación nacional de fondos estructurales. 

 

Metodología de 
calculo 

Los cálculos se han basado en resultados reales obtenidos en programas 
anteriores de rehabilitación energética y de movilidad sostenible en la 
Administración Pública, mediante la Resolución del Director General del 
IDAE de fecha 31 de julio de 2017, por la que se realiza convocatoria de 
expresiones de interés para la selección y realización de proyectos de 
renovación energética de edificios e infraestructuras existentes de la 
Administración General del Estado a cofinanciar con fondos FEDER, 
finalizada el 31 de diciembre de 2020, en la que se presentaron 160 
actuaciones concretas y se han concedido aproximadamente 51 
millones de euros en ayudas, así como del permanente seguimiento 
energético realizado por la Oficina Técnica del IDAE sobre los edificios 
de la AGE, materializado en inventarios energéticos anuales, de acuerdo 
con el artículo 5 de la Directiva 2012/27/UE por el cual se publica 
anualmente,  desde 2013, en el portal web del Ministerio para la 
Transición Ecológica y el Reto Demográfico, los datos energéticos 
correspondientes al año de los edificios pertenecientes a la 
Administración General del Estado, siendo este inventario la base, a 
partir de 2014, sobre la que se debe renovar anualmente el 3% de la 
superficie de estos edificios, con el fin de que cumplan, al menos, con 
los requisitos de rendimiento energético mínimos fijados en aplicación 
del artículo 4 de la Directiva 2010/31/UE. 

Adicionalmente se han tenido en cuenta las propuestas de actuaciones 
referentes a eficiencia energética, remitidas por los departamentos 
ministeriales, tanto para el actual Plan, como las incluidas en planes 
directores departamentales.  

En base a esta experiencia se concluye que las ratios de inversión en la 
tipología de actuaciones previstas son de aproximadamente 1.000 €/m2 
de renovación integral “media” de edificios, así como 350 €/m2 de 
renovación parcial “media”, que permita lograr al menos una letra de 
mejora en la calificación energética, reduciendo como mínimo el 30% 
de consumo de energía primaria; 500 €/luminaria en alumbrado 
exterior, con ahorros superiores al 30% en consumo de energía 
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primaria; 2.100€/kWp de energías renovables y 30.800-39.000 
€/vehículo sustituido incluyendo infraestructura de recarga. 

En las inversiones analizadas se han tenido en cuenta tanto los costes 
directos para llevar a cabo las actuaciones, como pueden ser la 
ejecución de obras, instalación de equipos , adquisición de vehículos, 
etc. como también otros costes necesarios para conseguir los objetivos 
energéticos previstos por el plan, como pueden ser los honorarios 
profesionales de realización de proyectos, certificados de eficiencia 
energética y auditorías energéticas, dirección facultativa, coordinación 
de seguridad y salud, gestión de la calidad, gestión de residuos, 
desmontaje de antiguas instalaciones, así como adaptaciones a 
necesidades operativas de los diferentes departamentos ministeriales. 

El reparto estimado entre las 3 líneas de actuación previstas es de 300-
600 M€ para actuaciones de ahorro y eficiencia energética, 200-400 M€ 
para actuaciones de energías renovables y 250-350 M€ para 
actuaciones de movilidad sostenible. Será necesario tener flexibilidad 
para modificar estos rangos en caso de que la demanda de las distintas 
líneas de actuación varíe sobre lo previsto, siempre teniendo en cuenta 
que cualquiera de las 3 actuaciones anteriores supondría un 100% de 
contribución climática. 

Teniendo en cuenta estos rangos y los costes unitarios referidos 
anteriormente, se plantean distintos escenarios teóricos de penetración 
máxima de cada una de las actuaciones. Aparte del escenario ya descrito 
en el apartado de “Justificación del impacto” de esta inversión, otro 
escenario alternativo podría destinar 571,7 M€ a actuaciones de ahorro 
y eficiencia, 200 M€ a energías renovables y 300 M€ a movilidad 
sostenible, los resultados esperados podrían ser 140.000 m2 de 
rehabilitaciones integrales, 1.055.000 m2 de rehabilitaciones parciales, 
125.000 luminarias sustituidas, más de 50 MW de potencia renovable 
instalada y 7.000 vehículos sustituidos. 

Validación por 
entidad 

independiente 
IGAE. 

 

Inversiones o reformas que conllevarán una inversión específica 

C11.I5 Transformación de la Administración para la Ejecución del PRR 

Coste 79,78 M€ 

Periodificación 2020 2021 2022 2023 2024 2025 2026 Total 
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Coste del 
Mecanismo 

 13,16 13,46 13,46 13,3 13,2 13,2 79,78 

Otra 
financiación 

        

Total  13,16 13,46 13,46 13,3 13,2 13,2 79,78 

Sinergias con 
otros fondos 
UE 

El reforzamiento de capacidades administrativas favorecido con esta 
inversión desplegará efecto positivos sobre la gestión de otros fondos de 
la UE. 

Metodología 
de calculo 

El cálculo de los costes se ha estimado, cuando ha sido posible, teniendo 
en cuenta los valores que ha habido en los últimos años en actividades 
similares.  

Así, en cuanto a las actividades de formación se ha efectuado la hipótesis 
de que a lo largo de la vigencia del Plan alcanzará a unas 3.500 personas, 
teniendo en cuenta que habrá que formar a personal de todos los niveles 
de la Administración y de todas las Administraciones Públicas participantes 
en el mismo, tanto AGE, como administración de las CCAA y EELL, en tanto 
en cuanto en la ejecución del Plan participan todos ellos. Se ha analizado 
que será necesario impartir distintas actividades formativas, que 
abarcarán todos los aspectos que se consideran necesarios para la 
implementación del Plan, en todas y cada una de sus distintas etapas: 
regulación, programación, contratación, gestión, inspección, control, 
certificación y pagos. Teniendo en cuenta los costes medios de otras 
actividades formativas desarrolladas en los últimos años, se estima un 
coste aproximado de un 1.000.000 de euros, el cual comprenderá 
actuaciones de formación de formadores y tutores, formación de 
empleados públicos, diseño y elaboración de contenidos y materiales 
teórico-prácticos y desarrollo de plataformas on line de aprendizaje. Están 
planificados 8 módulos formativos diferentes, cuya duración es desde 15 
hasta 30 horas de duración cada uno. Habrá que impartir tantos módulos 
como sean necesarios para llegar a todas aquellas personas que participen 
en la ejecución del Plan, durante toda la vigencia del mismo. 

Por otro lado, de cara a la ejecución y control del Plan, es necesario 
reforzar con carácter temporal las capacidades humanas, materiales y 
organizativas, tanto del centro directivo competente del Ministerio de 
Hacienda, la Secretaría General de Fondos Europeos, en cuanto Autoridad 
Responsable ante las instituciones europeas de cara a la rendición de 
cuentas y el control de los mecanismos del Instrumento Europeo de 
Recuperación, como de la Intervención General de la Administración del 
Estado, en cuanto Autoridad de Control. 

El artículo 20 del Real Decreto Ley 36/2020, establece que “El centro 
directivo del Ministerio de Hacienda con competencia en materia de 
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fondos europeos actuará como autoridad responsable ante las 
instituciones europeas, en los términos que se establezcan en la normativa 
europea, desarrollando a tal efecto las competencias que legal y 
reglamentariamente tenga establecidas.” 

El Real Decreto 1182/2020, lleva a cabo reformas dentro de la estructura 
del Ministerio de Hacienda, en concreto, en la Secretaría de Estado de 
Presupuestos y Gastos, competente del diseño, planificación, coordinación 
y seguimiento de las actuaciones relativas a los fondos europeos y a su 
financiación, con el fin de crear una nueva Secretaría General de Fondos 
Europeos, con el objetivo de que la persona titular de la misma cuente con 
el rango jerárquico adecuado para llevar a cabo una mejor interlocución 
con las Instituciones europeas y pueda coordinar adecuadamente las 
actuaciones que en esta materia se implementen con el resto de 
departamentos ministeriales. De dicha secretaría general dependerán dos 
direcciones generales; una será la ya existente Dirección General de 
Fondos Europeos, a la que corresponderá atender el trabajo que ya se 
venía desarrollando en esta materia y, por otro lado, se crea la nueva 
Dirección General del Plan y del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, 
a la que corresponderá asumir las nuevas competencias y funciones que 
requiere la adecuada implementación del Mecanismo de Recuperación y 
Resiliencia. Se han creado 71 plazas.  

Por otra parte, el artículo 21 del Real Decreto Ley 36/2020 señala que “La 
Intervención General de la Administración del Estado (IGAE) tendrá a su 
cargo el ejercicio de las funciones y competencias que le atribuye la 
normativa europea a la autoridad de control del Instrumento Europeo de 
Recuperación.” 

El Real Decreto 1182/2020, introduce igualmente modificaciones para que 
en el ámbito de la Intervención General de la Administración del Estado se 
reflejen los cambios introducidos en el Real Decreto-Ley 36/2020, tanto en 
materia de control como de desarrollos informáticos, lo que conlleva 
adaptar en la misma línea la estructura de la citada Intervención. De esta 
manera se crean nuevas divisiones tanto en la Oficina de Informática 
Presupuestaria como en la Oficina Nacional de Auditoría, que sean capaces 
de asumir las nuevas funciones atribuidas. Posteriormente se han dictado 
sendas resoluciones de 7 de abril de 2021, de la Intervención General de 
la Administración del Estado, por la que se aprueba la distribución de 
funciones de la Oficina de Informática Presupuestaria y de la Oficina 
Nacional de Auditoría, apareciendo en el seno de ambas Oficinas nuevas 
divisiones. Así, dentro de la OIP, la División V de Aplicaciones de Fondos 
Europeos, asumirá el diseño, desarrollo y actualización de los sistemas de 
información en materia de planificación y gestión de los fondos europeos, 
Plan y Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, e incentivos regionales, 
así como la asistencia y apoyo informático a la Secretaría General de 
Fondos Europeos y sus centros directivos en los sistemas de información 
desarrollados bajo sus especificaciones. Por su parte, en la ONA, a la 
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División de Control de Fondos Europeos II, le corresponde el desempeño 
de las funciones derivadas de la condición de autoridad de control 
atribuidas a la IGAE en el ámbito del Mecanismo de Recuperación y la 
Resiliencia. Todo ello supondrá para la IGAE, 3 grandes grupos de nuevas 
cargas de trabajo, que, en términos de efectivos, se traducirá en la 
creación de 57 puestos (de los cuales se aportan 7 ya existentes para 
financiar su creación): se crean 19 puestos en la RPT de la División VI en la 
Oficina Nacional de Auditoría, se crean 20 puestos en la RPT de la División 
V en la Oficina Informática Presupuestaria y se crean 18 puestos en la RPT 
de la Subdirección General Servicio Nacional de Coordinación Antifraude.  

Estas nuevas estructuras temporales se han dotado con el personal 
mínimo e imprescindible. En consecuencia, cabe prever la necesidad de 
realizar contrataciones externas de carácter temporal que puntualmente 
puedan reforzar las estructuras creadas. 

Teniendo en consideración todo el período 2021-2026, se estima que el 
coste de las nuevas estructuras temporales creadas y sus 
correspondientes plazas será de unos 74.000.000 de euros. 

Por lo que se refiere al coste estimado de las actividades encaminadas a 
modernizar y reforzar las formas de comunicación de la Administración, 
habría que distinguir entre: 

 Páginas web: teniendo en cuenta el coste que ha habido en 
proyectos similares en el pasado en el ámbito de los ESIF, se estima 
un coste de 2 millones de euros para su desarrollo y puesta en 
funcionamiento 

 Actividades diversas que permitan cumplir con los objetivos 
perseguidos: teniendo en cuenta el coste de actuaciones similares 
en el pasado en el ámbito de los ESIF, se estima un coste total de 
2,8 millones de euros. Estarían incluidas, entre otras, actuaciones 
en redes sociales, vídeos explicativos de las medidas del Plan a nivel 
global, eventos de intercambio de buenas prácticas sectoriales, 
encuentros de gestores diferentes AAPP, de beneficiarios 
potenciales y reales etc.  

Validación por 
entidad 
independiente 

 

 


